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09-02-2012 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que reforma el artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública. 
Presentada por la Diputada María de Jesús Aguirre Maldonado (PRI). 
Se turnó a la Comisión de Seguridad Pública. 
Diario de los Debates, 9 de febrero de 2012. 
 
 
 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 150 DE LA LEY GENERAL 
DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA 
 
La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Iniciativa que reforma el artículo 150 de la Ley General 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a cargo de la diputada María de Jesús Aguirre Maldonado, del 
Grupo Parlamentario del PRI. 
 
Los que suscriben, José Luis Ovando Patrón, Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez, Salvador Caro Cabrera, María 
de Jesús Aguirre Maldonado, Bonifacio Herrera Rivera, diputados federales a la LXI Legislatura e integrantes 
de la Comisión de Seguridad Pública, con fundamento con lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 
sometemos a consideración de esta honorable asamblea la iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
reforma el primer párrafo del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública al 
tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La seguridad pública es una materia concurrente, es decir, competencia de la federación, entidades 
federativas y municipios. El Estado mexicano tiene dentro de sus principales objetivos garantizar la seguridad 
de la población, siendo ésta una función prioritaria a cargo del mismo, por tanto es indispensable definir la 
naturaleza jurídica de la seguridad pública. 

Al respecto el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no hace ninguna 
distinción entre actividades de seguridad pública y de seguridad privada, sin embargo, la exposición de 
motivos de la iniciativa de reforma constitucional de la que emanó el texto constitucional vigente es ilustrativa 
al respecto, al señalar que su objeto último es el establecimiento del equilibrio de poderes y del estado de 
derecho. 

Así, la reforma constitucional de 2008 estableció que el Sistema Nacional de Seguridad Pública integrado por 
la federación, los estados y los municipios, garantizara una política coherente en la materia, incluyéndose la 
integración de un sistema nacional de información sobre delincuentes y cuerpos policiales, la coordinación de 
elementos humanos y materiales entre los distintos niveles de gobierno en la prevención y combate a la 
delincuencia y la profesionalización creciente de esas corporaciones y su vinculación de manera renovada con 
la comunidad para recuperar su prestigio y credibilidad a través del cumplimiento cabal y respetuoso de su 
deber. Por ello, se reformó el artículo 21 constitucional a fin de establecer la obligación del estado de velar por 
la seguridad de los gobernados, señalando el mandato para que todos los cuerpos de seguridad pública que 
pertenezcan a la federación, entidades federativas y municipios se organicen bajo los principios de legalidad, 
honestidad, eficiencia y eficacia. En este sentido, se contempló la obligación para coordinarse en esta materia. 

Ahora bien, el federalismo es un acuerdo de distribución del poder, de reconocimiento de espacios de 
autonomía y esferas de competencia, es un método democrático en el que comunidades autónomas tienen y 
conservan el control de los resortes de gobierno de los ámbitos de su competencia. Sin embargo, no debe 
confundirse una sana estratificación del poder con un sistema de fronteras que favorezcan la impunidad y la 
delincuencia. 

Derivado de la interpretación de la citada reforma constitucional y su exposición de motivos, se colige que en 
tanto exista la obligación de coordinar los esfuerzos de todas las instancias de gobierno en la consecución de 
un fin común como lo es garantizar la seguridad y tranquilidad de la población,la seguridad pública 
necesariamente está ubicada dentro del federalismo cooperativo, mismo que integra el poder central con los 
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poderes estatales en un único mecanismo de gobierno en el que todos actúan concertadamente para hacer 
frente a problemas que superan su estricta esfera individual. 

Es así que la seguridad privada se encuentra comprendida dentro de la seguridad pública, por lo que los tres 
órdenes de gobierno en el ámbito de sus atribuciones tienen facultad para regular los servicios de seguridad 
privada que en ellos se presten. 

Al respecto, la ley reglamentaria del artículo 21 constitucional, la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, establece en su artículo 2o. la definición de seguridad pública como una función a cargo 
de la federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios, que tiene como fines salvaguardar la 
integridad y derechos de las personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos, y 
comprende la prevención especial y general de los delitos, la investigación para hacerla efectiva, la sanción de 
las infracciones administrativas, así como la investigación y la persecución de los delitos y la reinserción social 
del individuo, en términos de esta ley, en las respectivas competencias establecidas en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

Al tratarse la seguridad pública de una función inherente a la finalidad social del estado, siendo éste el 
encargado de garantizar su prestación regular, continua y eficiente, ésta se encuentra sometida al régimen 
jurídico fijado por la ley, incluyendo la posibilidad de que dicho servicio sea prestado por el estado de manera 
directa o indirecta, es decir, por las autoridades públicas o los particulares, reservándose la competencia para 
regular, controlar, inspeccionar y vigilar su prestación sin que en ningún momento se deje de lado el 
cumplimiento de la legislación estatal en la materia. 

Ahora bien, la seguridad pública y privada son dos expresiones que se refieren a una misma actividad que 
forma parte del Sistema de Seguridad Pública, llevada a cabo mediante la colaboración entre instituciones 
públicas y empresas privadas, misma que no produce la delegación de la titularidad y ejercicio de la gestión 
de un servicio al ámbito privado, sino que se trata de un mecanismo de colaboración en el que las empresas 
de seguridad privada coadyuvan con el estado, sin subsumirse en sus funciones. 

La actual redacción del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, distribuye 
competencias determinando los casos en que será competencia de la autoridad administrativa federal el 
otorgamiento de dicha autorización y los casos en los que será competencia de la autoridad administrativa 
local el otorgamiento de ésta para los mismos efectos. De esta manera, la distribución competencial en 
materia de seguridad privada se establece de la siguiente manera: La federación, a través de la Secretaría de 
Seguridad Pública federal, se encargará de autorizar los servicios de seguridad que se presten en dos o más 
entidades federativas, sin dejar de cumplir con la regulación local y, por otro lado, las entidades federativas, a 
través del órgano que establezcan las leyes locales, se encargarán de autorizar los servicios de seguridad que 
se presten en una sola entidad federativa. 

La Ley Federal de Seguridad Privada establece una serie de requisitos necesarios y suficientes para poder 
otorgar la autorización a la que refiere el artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública sin dejar de considerar y enfatizar la necesidad de que las autoridades locales deberán a su vez 
otorgar la autorización a la que hace referencia el citado artículo cuando la prestación de servicios de 
seguridad privada los preste una empresa en dos o más entidades federativas. 

Sin embargo, los proponentes de la presente iniciativa nos abocamos al análisis detallado de las legislaciones 
estatales que se encuentran vigentes en materia de prestación de servicios de seguridad privada, 
encontrando que en la actualidad existen además de los requisitos que establece la Ley Federal de Seguridad 
Privada, un sinnúmero de requisitos que exigen las entidades federativas, el Distrito Federal y en ocasiones 
los municipios para poder otorgar la autorización que requieren las citadas empresas para estar en posibilidad 
de prestar el servicio. 

El resultado de dicho análisis arroja que de la totalidad de los requisitos que solicitan las entidades 
federativas, el Distrito Federal y algunos municipios (además de los ya establecidos en la ley en comento) es 
de 114 requisitos adicionales, siendo estos diferentes en cada una de las entidades federativas, Distrito 
Federal y municipios, esto es, no existe una homologación en cuanto a lo solicitado, lo cual impide su cabal 
cumplimiento, restando eficiencia en la prestación de los servicios de seguridad privada. 
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De la totalidad de los requisitos que establecen las entidades federativas y el Distrito Federal, existen algunos 
requisitos que hacen que la obtención del registro de las empresas que prestan servicios de seguridad privada 
ante autoridades sea de difícil cumplimentación o en su caso, impida que de manera ágil se observe lo 
establecido en la legislación estatal en la materia, sin dejar de considerar que, en algunos casos, se pone en 
riesgo la seguridad de los inversionistas, al requerir documentación con la que ya cuenta la autoridad federal. 

Es menester hacer notar que uno de los requisitos que exigen algunas entidades federativas, es que los 
prestadores de servicios deberán ser personas físicas de nacionalidad mexicana con cláusula de exclusión de 
extranjerostal y como se observa en el artículo 155 de la Ley Número 281 de Seguridad Pública del Estado de 
Guerrero; el artículo 20 del Reglamento de los Servicios de Seguridad del Estado de Jalisco; el artículo 11 del 
Reglamento de Seguridad Privada del Estado de Quintana Roo, así como el artículo 9 de la Ley que Regula 
los Servicios Privados de Seguridad en el Estado de Tlaxcala. 

Derivado de lo anterior, al establecer las entidades federativas como obligatoriala cláusula de exclusión de 
extranjeros para las empresas encargadas de prestar el servicio de seguridad privada, transgrede la facultad 
de la federación para legislar en materia de inversión extranjera,por lo que hace a las restricciones que deben 
observar los prestadores de estos servicios en la conformación de su capital social. 

Así, la cláusula de exclusión de extranjeros que dichos estados establecen en la normatividad de la materia, 
vulnera el sistema de distribución de competencias que establece nuestra Carta Magna al establecer 
restricciones a la inversión extranjera en la prestación de servicios de seguridad privada, siendo esta una 
facultad exclusiva del Congreso de la Unión, cuya regulación se encuentra establecida en la Ley de Inversión 
Extranjera, misma que establece en el artículo 6o. de manera limitativa aquellas actividades económicas cuyo 
ejercicio está reservado exclusivamente a mexicanos o a sociedades mexicanas con cláusula de exclusión, 
siendo que del análisis sistemático de la legislación, así como de los tratados internacionales de los que 
México es parte, no se advierte disposición alguna que limite o restrinja la prestación de servicios de 
seguridad privada como actividad económica reservada de manera exclusiva a ciudadanos mexicanos o a 
sociedades mexicanas con cláusula de exclusión de extranjeros,en consecuencia, resulta evidente que al 
establecer esta disposición en la regulación estatal de dichas actividades, invaden la facultad exclusiva de la 
federación para legislar en materia de inversión extranjera y para constituirse como rector en la materia. 

Además de la multiplicidad y diversidad de requisitos que la normatividad estatal y municipal establecen para 
poder prestar servicios las empresas de seguridad privada, existen requisitos que generan la interposición de 
controversias constitucionales ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación como lo es el establecimiento 
de cláusulas de exclusión de extranjeros. 

La multiplicidad de requisitos diferentes que solicitan para que las empresas de seguridad privada presten sus 
servicios en dos o más entidades federativas o en municipios, genera este tipo de inconsistencias que dan 
como resultado la imposibilidad de cumplir con lo requerido por las autoridades estatales y/o municipales, al 
no haber homogeneidad en las disposiciones establecidas en las leyes locales en la materia. 

Es de observarse que del total de las empresas que manifestaron al Instituto de Estadística y Geografía 
(Inegi) dedicarse a la prestación de servicios de seguridad privada en alguna de sus modalidades, no están 
debidamente registradas ante las autoridades correspondientes (ya sea federal, estatal o ambas), resultando 
imposible supervisar su adecuado funcionamiento y así garantizar la seguridad de los usuarios de dichos 
servicios. 

Por las razones antes expuestas, consideramos necesario mantener la facultad de los estados y el Distrito 
Federal de regular y autorizar la prestación de servicios de seguridad privada aún cuando cuenten con la 
debida autorización federal tratándose de empresas que operan en dos o más entidades federativas a fin de 
dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 40 y 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Sin embargo, se estima necesaria la homologación de los requisitos que establecen las leyes estatales y del 
Distrito Federal a lo dispuesto en la Ley Federal de Seguridad Privada, a fin de observar lo dispuesto en la Ley 
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y en la Ley Federal de Seguridad Privada, tomando en 
consideración que la fracción V del artículo 7o. establece que la Secretaría, con la intervención que 
corresponda al Sistema Nacional de Seguridad Pública, podrá suscribir convenios o acuerdos con las 
autoridades competentes en los estados, Distrito Federal y municipios, con el objeto de establecer 
lineamientos, acuerdos y mecanismos relacionados con los servicios de seguridad privada que faciliten la 
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homologación de los criterios, requisitos, obligaciones y sanciones en esta materia, respetando la distribución 
de competencias que prevé la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, entre la federación, 
las entidades federativas y el Distrito Federal y los municipios, con el fin de garantizar que los servicios de 
seguridad privada se realicen en las mejores condiciones de eficiencia y certeza jurídica. 

Con la homologación de requisitos, existirá una verdadera regulación armónica entre las disposiciones 
federales, las estatales y del Distrito Federal, convergiendo y concurriendo la facultad legislativa en materia de 
seguridad privada. 

Por lo anteriormente expuesto someto a la consideración de esta honorable soberanía, el siguiente proyecto 
de 

Decreto 

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública para quedar como sigue 

Título Duodécimo 

De los Servicios de Seguridad Privada 

Artículo 150.Además de cumplir con las disposiciones de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, los 
particulares que presten servicios de seguridad, protección, vigilancia o custodia de personas, lugares o 
establecimientos, de bienes o valores, incluido su traslado y monitoreo electrónico; deberán obtener 
autorización previa de la Secretaría, cuando los servicios comprendan dos o más entidades federativas; o de 
la autoridad administrativa que establezcan las leyes locales, cuando los servicios se presten sólo en el 
territorio de una entidad. En el caso de la autorización de la Secretaría, los particulares autorizados, además 
deberán cumplir la regulación local, misma que no excederá los requisitos establecidos en la Ley Federal 
de Seguridad Privada, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo noveno, del artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Conforme a las bases que esta ley dispone, las instancias de coordinación promoverán que dichas leyes 
locales prevean la denominación, los mecanismos para la supervisión y las causas y procedimientos para 
determinar sanciones. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. En un plazo de ciento ochenta días contados a partir de la entrada en vigor del presente decreto, 
las entidades federativas y el Distrito Federal, deberán realizar las adecuaciones necesarias a las 
disposiciones aplicables en la materia de conformidad con lo dispuesto en la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública y la Ley Federal de Seguridad Privada. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de diciembre de 2011.— Diputados: José Luis Ovando Patrón, 
Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez, Salvador Caro Cabrera, María de Jesús Aguirre Maldonado, Bonifacio 
Herrera Rivera (rúbricas).» 

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Túrnese a la Comisión de Seguridad Pública, para 
su dictamen.  
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10-04-2012 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de la Comisión de Seguridad Pública, con proyecto de decreto que reforma el primer párrafo del 
artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 
Aprobado en lo general y en lo particular, por 253 votos en pro, 33 en contra y 6 abstenciones. 
Se turnó a la Cámara de Senadores para sus efectos constitucionales. 
Diario de los Debates, 10 de abril de 2012. 
Discusión y votación, 10 de abril de 2012. 
 
 
 
DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA, CON PROYECTO DE DECRETO QUE 
REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 150 DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL 
DE SEGURIDAD PÚBLICA 
 
El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: El siguiente punto del orden del día es la discusión del 
dictamen con proyecto de decreto que reforma el primer párrafo del artículo 150 de la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública. 
 
La Secretaria diputada Gloria Romero León: «Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con proyecto 
de decreto que reforma el primer párrafo del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública 
Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión le fue 
turnada para su estudio y análisis correspondiente, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma 
el artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos y 80, 84 y 85 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se 
avoca al examen de la iniciativa descrita, al tenor de los siguientes 

Antecedentes 

I. Con fecha 19 de febrero de 2012, los diputados José Luis Ovando Patrón, Bonifacio Herrera Rivera del 
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, así como la diputada María de Jesús Aguirre Maldonado y 
los diputados Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez y Salvador Caro Cabrera del Grupo Parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, presentaron la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 
150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

II. En la misma fecha, el presidente y demás integrantes que conforman la Mesa Directiva de la Cámara de 
Diputados, dispusieron que dicha iniciativa con proyecto de decreto fuera turnada a la Comisión de Seguridad 
Pública para su estudio y dictamen. 

III. El 29 de febrero de 2012 en sesión plenaria de la Comisión de Seguridad Pública, este dictamen fue 
aprobado en sentido positivo por 18 votos a favor, 1 voto en contra y 2 abstenciones. 

Contenido de la iniciativa 

1. La pretensión de los proponentes encuentra fundamento en la reforma constitucional de 2008, que 
estableció que el Sistema Nacional de Seguridad Pública integrado por la federación, los estados y los 
municipios, garantizará una política coherente en la materia, incluyéndose la integración de un sistema 
nacional de información sobre delincuentes y cuerpos policiales, la coordinación de elementos humanos y 
materiales entre los distintos niveles de gobierno en la prevención y combate a la delincuencia y la 
profesionalización creciente de esas corporaciones y su vinculación de manera renovada con la comunidad 
para recuperar su prestigio y credibilidad a través del cumplimiento cabal y respetuoso de su deber. Por ello, 
se reformó el artículo 21 Constitucional a fin de establecer la obligación del Estado de velar por la seguridad 
de los gobernados, señalando el mandato para que todos los cuerpos de seguridad pública que pertenezcan a 
la federación, entidades federativas y municipios se organicen bajo los principios de legalidad 



2 
 

2. Así, expresan que al ser el federalismo un acuerdo de distribución del poder, de reconocimiento de 
espacios de autonomía y esferas de competencia, es un método democrático en el que comunidades 
autónomas tienen y conservan el control de los resortes de gobierno de los ámbitos de su competencia. Sin 
embargo, no debe confundirse una sana estratificación del poder con un sistema de fronteras que favorezcan 
la impunidad y la delincuencia.” 

3. Derivado de la interpretación de la citada reforma constitucional y su exposición de motivos, se colige que 
en tanto exista la obligación de coordinar los esfuerzos de todas las instancias de gobierno en la consecución 
de un fin común como lo es el garantizar la seguridad y tranquilidad de la población, la Seguridad Pública 
necesariamente está ubicada dentro del federalismo cooperativo, mismo que integra el poder central con los 
poderes estatales en un único mecanismo de gobierno en el que todos actúan concertadamente para hacer 
frente a problemas que superan su estricta esfera individual. 

Es así que la seguridad privada se encuentra comprendida dentro de la Seguridad Pública, por lo que los tres 
órdenes de gobierno en el ámbito de sus atribuciones tienen facultad para regular los servicios de seguridad 
privada que en ellos se presten. 

4. Señalan que la seguridad pública y privada son dos expresiones que se refieren a una misma actividad que 
forma parte del Sistema Nacional de Seguridad Pública, llevada a cabo mediante la colaboración entre 
instituciones públicas y empresas privadas, misma que no produce la delegación de la titularidad y ejercicio de 
la gestión de un servicio al ámbito privado, sino que se trata de un mecanismo de colaboración en el que las 
|empresas de seguridad privada coadyuvan con el Estado, sin subsumirse en sus funciones. 

5. Manifiestan que la actual redacción del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, distribuye competencias determinando los casos en que será competencia de la autoridad 
administrativa Federal el otorgamiento de dicha autorización y los casos en los que será competencia de la 
autoridad administrativa local el otorgamiento de ésta para los mismos efectos. De esta manera, la distribución 
competencial en materia de seguridad privada se establece de la siguiente manera: La federación, a través de 
la Secretaría de Seguridad Pública federal, se encargará de autorizar los servicios de seguridad que se 
presten en dos o más entidades federativas, sin dejar de cumplir con la regulación local y, por otra lado, las 
entidades federativas, a través del órgano que establezcan las leyes locales, se encargarán de autorizar los 
servicios de seguridad que se presten en una sola entidad federativa. 

6. Consideran que la Ley Federal de Seguridad Privada establece una serie de requisitos necesarios y 
suficientes para poder otorgar la autorización a la que refiere el artículo 150 de la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública sin dejar de enfatizar la necesidad de que las autoridades locales deberán a su 
vez otorgar la autorización a la que hace referencia el citado artículo cuando la prestación de servicios de 
seguridad privada los preste una empresa en dos o más entidades federativas. 

7. Sin embargo, los proponentes se avocaron al análisis detallado de las legislaciones estatales que se 
encuentran vigentes en materia de prestación de servicios de seguridad privada, encontrando que en la 
actualidad existen además de los requisitos que establece la Ley Federal de Seguridad Privada, un sinnúmero 
de requisitos que exigen las entidades federativas, el Distrito Federal y en ocasiones los municipios para 
poder otorgar la autorización que requieren las citadas empresas para estar en posibilidad de prestar el 
servicio. 

El resultado de dicho análisis arroja que de la totalidad de los requisitos que solicitan las entidades 
federativas, el Distrito Federal y algunos municipios (además de los ya establecidos en la ley en comento) es 
de 114 requisitos adicionales, siendo estos diferentes en cada una de las entidades federativas, Distrito 
Federal y municipios, esto es, no existe una homologación en cuanto a lo solicitado, lo cual impide su cabal 
cumplimiento, restando eficiencia en la prestación de los servicios de seguridad privada. 

Es menester hacer notar que uno de los requisitos que exigen algunas Entidades Federativas, es que los 
prestadores de servicios deberán ser personas físicas de nacionalidad mexicana con cláusula de exclusión de 
extranjeros tal y como se observa en el artículo 155 de la Ley Número 281 de Seguridad Pública del Estado 
de Guerrero; el artículo 20 del Reglamento de los Servicios de Seguridad del Estado de Jalisco; el artículo 11 
del Reglamento de Seguridad Privada del Estado de Quintana Roo, así como el artículo 9 de la Ley que 
Regula los Servicios Privados de Seguridad en el Estado de Tlaxcala. 



3 
 

8. De la totalidad de los requisitos que establecen las entidades federativas, el Distrito Federal, existen 
algunos requisitos que hacen que la obtención del registro de las empresas que prestan servicios de 
seguridad privada ante autoridades sea de difícil cumplimentación o en su caso, impida que de manera ágil se 
observe lo establecido en la legislación estatal en la materia, sin dejar de considerar que en algunos casos, se 
pone en riesgo la seguridad de los inversionistas, al requerir documentación con la que ya cuenta la autoridad 
federal. 

9. Señalan que la multiplicidad de requisitos diferentes que solicitan para que las empresas de seguridad 
privada presten sus servicios en dos o más entidades federativas o en municipios, genera este tipo de 
inconsistencias que dan como resultado la imposibilidad de cumplir con lo requerido por las autoridades 
estatales y municipales, al no haber homogeneidad en las disposiciones establecidas en las leyes locales en 
la materia. 

10. Por las razones antes expuestas, los proponentes consideran necesario mantener la facultad de los 
estados y el Distrito Federal de regular y autorizar la prestación de servicios de seguridad privada aún cuando 
cuenten con la debida autorización federal tratándose de empresas que operan en dos o más entidades 
federativas a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 40 y 41 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

11. Sin embargo, manifiestan la necesidad de homologar los requisitos que establecen las leyes estatales y 
del Distrito Federal a lo dispuesto en la Ley Federal de Seguridad Privada, a fin de observar lo dispuesto en la 
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y en la Ley Federal de Seguridad Privada, a fin de 
que exista una verdadera regulación armónica entre las disposiciones federales, las estatales y del Distrito 
Federal, convergiendo y concurriendo la facultad legislativa en materia de seguridad privada. 

Análisis y consideraciones de la iniciativa  

Primero. Tal y como lo manifiestan los proponentes de la iniciativa objeto del presente dictamen, el artículo 21 
párrafos noveno y décimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece lo siguiente: 

...La seguridad pública es una función a cargo de la federación, el Distrito Federal, los estados y los 
municipios, que comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, 
así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas 
competencias que esta Constitución señala. La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución. 

Las instituciones de seguridad pública serán de carácter civil, disciplinado y profesional. El Ministerio Público y 
las instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno deberán coordinarse entre sí para cumplir los 
objetivos de la seguridad pública y conformarán el Sistema Nacional de Seguridad Pública, que estará sujeto 
a las siguientes bases mínimas: 

... 

Como se observa, la Constitución no hace ninguna distinción entre actividades de seguridad pública y de 
seguridad privada, resultando fundamental el análisis de la Exposición de Motivos de la iniciativa de reforma 
Constitucional de la que emanó el texto vigente, como se observa a continuación: 

Por otra parte, para alcanzar la seguridad que demandan los mexicanos es necesario sentar las bases legales 
para un sistema nacional de seguridad pública que facilite la coordinación de acciones entre los distintos 
niveles de gobierno. 

Esta iniciativa de reformas a la Constitución, forma parte de un conjunto de acciones que fortalecen el orden 
público y la seguridad individual, familiar y patrimonial. Se trata de una reforma profunda que parte de la 
voluntad de los mexicanos de vivir en un Estado fundado en la soberanía nacional, la democracia, la división 
de poderes, el federalismo y el respeto de las garantías individuales. Su objeto último es el establecimiento 
del equilibrio de poderes y del estado de derecho.  
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La iniciativa plantea las bases de un Sistema Nacional de Seguridad Pública en el que la Federación, 
los Estados y los Municipios, deberán garantizar una política coherente en la materia, Esto debe 
incluir, entre otros elementos, la integración de un sistema nacional de información sobre 
delincuentes y cuerpos policiales, la coordinación de elementos humanos y materiales entre los 
distintos niveles de gobierno en la prevención y combate a la delincuencia y la profesionalización 
creciente de esas corporaciones y su vinculación de manera renovada con la comunidad para 
recuperar su prestigio y credibilidad a través del cumplimiento cabal y respetuoso de su deber.  

Por ello, la iniciativa propone establecer en el artículo 21 constitucional la obligación del Estado de 
velar por la seguridad de los gobernados, señalando el mandato para que todos los cuerpos de 
seguridad pública que pertenezcan a la Federación, entidades federativas y municipios se organicen 
bajo los principios de legalidad, honestidad, eficiencia y eficacia. En este sentido, se contempla la 
obligación de la federación, de las entidades federativas, Distrito Federal y de los municipios para coordinarse 
en esta materia. 

El federalismo es un acuerdo de distribución del poder, de reconocimiento de espacios de autonomía 
y esferas de competencia. El federalismo es un método democrático en el que comunidades autónomas 
tienen y conservan el control de los resortes de gobierno de los ámbitos de su competencia. Sin embargo, no 
debe confundirse una sana estratificación del poder con un sistema de fronteras que favorezcan la impunidad 
y la delincuencia. 

Derivado de la interpretación del citado precepto constitucional y su exposición de motivos se colige que en 
tanto exista la obligación de coordinar los esfuerzos de todas las instancias de gobierno en la consecución de 
un fin común como lo es el garantizar la seguridad y tranquilidad de la población, la seguridad pública 
necesariamente está ubicada, tal y como señalan los iniciantes, dentro del federalismo cooperativo, que 
integra el poder central con los poderes estatales en un único mecanismo de gobierno en el que todos actúan 
concertadamente para hacer frente a problemas que superan su estricta esfera individual. 

Es así que la seguridad privada se encuentra comprendida dentro de la Seguridad Pública, por lo que los tres 
órdenes de gobierno en el ámbito de sus atribuciones tienen facultad para regular los servicios de seguridad 
privada que en ellos se presten. 

Segundo. La ley reglamentaria del artículo 21 constitucional, la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, establece en su artículo 2o. la definición de seguridad pública de la siguiente manera: 

La seguridad pública es una función a cargo de la federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios, 
que tiene como fines salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así como preservar las libertades, 
el orden y la paz públicos y comprende la prevención especial y general de los delitos, la investigación para 
hacerla efectiva, la sanción de las infracciones administrativas, así como la investigación y la persecución de 
los delitos y la reinserción social del individuo, en términos de esta Ley, en las respectivas competencias 
establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos... 

Así, la seguridad pública se entiende como la actividad dirigida a la protección de personas, bienes, la 
mantenimiento de la tranquilidad y el orden ciudadano, mismos que incluyen un conjunto de acciones 
orientadas a una misma finalidad: la custodia del bien jurídico, situándose dentro de este conjunto de 
actuaciones las específicas de las organizaciones destinadas a este fin y en especial, las que corresponden a 
las instituciones de seguridad pública a que se refiere el artículo 21 constitucional. 

Tercero. Al tratarse la seguridad pública de una función inherente a la finalidad social del Estado, siendo este 
el encargado de garantizar su prestación regular, continua y eficiente, ésta se encuentra sometida al régimen 
jurídico fijado por la ley, lo cual incluye la posibilidad de que dicho servicio sea prestado por el Estado de 
manera directa o indirecta, es decir, por las autoridades públicas o los particulares, reservándose la 
competencia para regular, controlar, inspeccionar y vigilar su prestación sin que en ningún momento se deje 
de lado el cumplimiento de la legislación estatal en la materia. 

Tomando en consideración la exposición de motivos de la iniciativa en comento, esta comisión coincide en 
que la seguridad pública y privada son dos expresiones que se refieren a una misma actividad que forma 
parte del Sistema de Seguridad Pública, llevada a cabo mediante la colaboración entre instituciones públicas y 
empresas privadas, misma que no produce la delegación de la titularidad y ejercicio de la gestión de un 
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servicio al ámbito privado, sino que se trata de un mecanismo de colaboración en el que las empresas de 
seguridad privada coadyuvan con el Estado, sin subsumirse en sus funciones. 

Cuarto. El artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, señala la distribución de 
competencias determinando los casos en que será competencia de la autoridad administrativa federal el 
otorgamiento de dicha autorización y los casos en los que será competencia de la autoridad administrativa 
local el otorgamiento de ésta para los mismos efectos. 

De esta manera, la distribución competencial en materia de seguridad privada se establece de la siguiente 
manera: 

1) La federación, a través de la Secretaría de Seguridad Pública federal, se encargará de autorizar los 
servicios de seguridad que se presten en dos o más entidades federativas, sin dejar de cumplir con la 
regulación local. 

2) Las entidades federativas, a través del órgano que establezcan las leyes locales, se encargarán de 
autorizar los servicios de seguridad que se presten en una sola entidad federativa. 

Quinto. Al respecto, la Ley Federal de Seguridad Privada establece los requisitos que las entidades 
federativas y el Distrito Federal, deberá cumplir a efecto de obtener la autorización que permita la operación 
de empresas de seguridad privada en dos o más entidades federativas, así el artículo 25 de la citada ley 
establece: 

Artículo 25. Para obtener autorización para prestar servicios de seguridad privada en dos o más entidades 
federativas, los prestadores de servicios deberán presentar su solicitud ante la Dirección General, señalando 
la modalidad y ámbito territorial en que pretendan prestar el servicio, además de reunir los siguientes 
requisitos: 

I. Ser persona física o moral de nacionalidad mexicana 

II. Tratándose de personas morales, deberán estar constituidas coniforme a la legislación mexicana 

III. Exhibir original del comprobante de pago de derechos por el estudio y trámite de la solicitud de 
autorización 

IV. Presentar copia simple, acompañada del original y comprobante del pago de derechos para su cotejo, o en 
su caso, copia certificada, de los siguientes documentos 

a). Acta de nacimiento, para el caso de personas físicas 

b). Escritura en la que se contenga el acta constitutiva y modificaciones, si las tuviere, para el caso de las 
personas morales, y 

c). En su caso, poder notarial en el que se acredite la personalidad del solicitante. 

V. Señalar el domicilio de la matriz y en su caso de las sucursales, precisando el nombre y puesto del 
encargado en cada una de ellas, además de adjuntar los comprobantes de domicilio correspondientes. 

VI. Acreditar en los términos que señale el Reglamento, que se cuenta con los medios humanos, de 
formación, técnicos, financieros y materiales que le permitan llevar a cabo la prestación de servicios de 
seguridad privada en forma adecuada, en las modalidades y ámbito territorial solicitados 

VII. Presentar un ejemplar del Reglamento Interior de Trabajo, y Manual o Instructivo operativo, aplicable a 
cada una de las modalidades del servicio a desarrollar, que contenga la estructura jerárquica de la empresa y 
el nombre del responsable operativo. 
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VIII. Exhibir los Planes y programas de capacitación y adiestramiento vigentes, acordes a las modalidades en 
que se prestará el servicio, así como la constancia que acredite su registro ante la Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social 

IX. Constancia expedida por Institución competente o capacitadores internos o externos de la empresa, que 
acredite la capacitación y adiestramiento del personal operativo 

X. Relación del personal directivo y administrativo, conteniendo nombre completo y domicilio 

XI. Currícula del personal directivo, o en su caso, de quien ocupará los cargos relativos 

XII. Relación de quienes se integrarán como personal operativo, para la consulta de antecedentes policiales 
en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, debiendo acompañar el comprobante de pago de 
derechos correspondiente, además de señalar el nombre, Registro Federal de Contribuyente y en su caso 
Clave Única de Registro de Población de cada uno de ellos 

XIII. Adjuntar el formato de credencial que se expedirá al personal 

XIV. Fotografías del uniforme a utilizar, en las que se aprecien sus cuatro vistas, conteniendo colores, 
logotipos o emblemas, mismos que no podrán ser iguales o similares a los utilizados por las corporaciones 
policiales o por las fuerzas armadas 

XV. Relación de bienes muebles e inmuebles que se utilicen para el servicio, incluido equipo de 
radiocomunicación, armamento, vehículos, equipo en general, así como los aditamentos complementarios al 
uniforme, en los formatos que para tal efecto establezca la dirección general 

XVI. Relación, en su caso, de perros, adjuntando copia certificada de los documentos que acrediten que el 
instructor se encuentra capacitado para desempeñar ese trabajo; asimismo se anexará listado que contenga 
los datos de identificación de cada animal, como son: raza, edad, color, peso, tamaño, nombre y documentos 
que acrediten el adiestramiento y su estado de salud, expedido por la autoridad correspondiente 

XVII. Copias certificadas del permiso para operar frecuencia de radiocomunicación o contrato celebrado con 
concesionaria autorizada 

XVIII. Fotografías de los costados, frente, parte posterior y toldo del tipo de vehículos que se utilicen en la 
prestación de los servicios, las cuales deberán mostrar claramente los colores, logotipos o emblemas, y que 
no podrán ser iguales o similares a los oficiales utilizados por las corporaciones policiales o por las Fuerzas 
Armadas; además deberán presentar rotulada la denominación del prestador del servicio, y la leyenda 
“seguridad privada”; asimismo, deberán apreciarse las defensas reforzadas, torretas y otros aditamentos que 
tengan dichas unidades 

XIX. Muestra física de las insignias, divisas, logotipos, emblemas o cualquier medio de identificación que porte 
el elemento 

XX. En caso de que se utilicen vehículos blindados en la prestación del servicio, independientemente de la 
modalidad de que se trate, se deberá exhibir constancia expedida por el proveedor del servicio de blindaje, 
con la que acredite el nivel del mismo, y 

XXI. Tratándose de prestadores de servicios que operen en la modalidad prevista en la fracción III del artículo 
15 de la presente Ley, y específicamente para el traslado de valores, será indispensable contar con vehículos 
blindados, y exhibir constancia expedida por el proveedor del servicio de blindaje, con la que se acredite el 
nivel del mismo. 

A su vez, el artículo 26 de la ley en comento establece que de ser procedente la autorización, el solicitante 
deberá presentar dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de procedencia: 
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• Original del comprobante de pago de derechos por la inscripción de cada arma de fuego o equipo utilizado 
en la prestación de los servicios. 

• Original del comprobante de pago de derechos por la inscripción en el Registro Nacional del Personal de 
Seguridad Pública, de cada uno de los elementos operativos de quienes la Dirección General haya efectuado 
la consulta previa de antecedentes policiales. 

• Póliza de Fianza expedida por institución legalmente autorizada a favor de la Tesorería de la Federación, por 
un monto equivalente a cinco mil veces el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, misma que 
deberá contener la siguiente leyenda: 

Para garantizar por un monto equivalente a cinco mil veces el salario mínimo general vigente en el Distrito 
Federal las condiciones a que se sujetará en su caso la autorización o revalidación para prestar servicios de 
seguridad privada en dos o más entidades federativas otorgada por la Dirección General de Registro y 
Supervisión a Empresas y Servicios de Seguridad Privada, con vigencia de un año a partir de la fecha de 
autorización; la presente fianza no podrá cancelarse sin previa autorización de su beneficiaria, la Tesorería de 
la Federación. 

• Original del comprobante de pago de derechos por la expedición de la autorización. 

Sexto. Por lo que respecta al personal tanto directivo, como administrativo y operativo, el artículo 27 de la 
multicitada ley establece que para el desempeño de sus funciones, los directores, administradores, gerentes y 
personal administrativo de los prestadores de servicios deberán reunir los siguientes requisitos: 

I. No haber sido sancionado por delito doloso 

II. No haber sido separados o cesados de las fuerzas armadas o de alguna institución de seguridad federal, 
estatal, municipal o privada, por alguno de los siguientes motivos: 

a) Por falta grave a los principios de actuación previstos en las Leyes 

b) Por poner en peligro a los particulares a causa de imprudencia, negligencia o abandono del servicio 

c) Por incurrir en faltas de honestidad o prepotencia 

d) Por asistir al servicio en estado de ebriedad o bajo el influjo de sustancias psicotrópicas, enervantes o 
estupefacientes y otras que produzcan efectos similares, por consumir estas sustancias durante el servicio o 
en su centro de trabajo o por habérseles comprobado ser adictos a alguna de tales substancias 

e) Por revelar asuntos secretos o reservados de los que tenga conocimiento por razón de su empleo 

f) Por presentar documentación falsa o apócrifa 

g) Por obligar a sus subalternos a entregarle dinero u otras dádivas bajo cualquier concepto 

h) Por irregularidades en su conducta o haber sido sentenciado por delito doloso. 

III. No ser miembros en activo de alguna institución de seguridad pública federal, estatal o municipal o de las 
Fuerzas Armadas. 

En cuanto al personal operativo, el artículo 28 establece que para el desempeño de sus funciones, el personal 
operativo de los prestadores de servicios deberá reunir y acreditar los siguientes requisitos: 

I. Carecer de antecedentes penales 

II. Ser mayor de edad 
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III. Estar inscritos en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública 

IV. Estar debidamente capacitados en las modalidades en que prestarán el servicio 

V. No haber sido separado de las Fuerzas Armadas o de instituciones de seguridad pública o privada por 
alguna de las causas previstas en la fracción II del artículo 27 de la presente ley, 

VI. No ser miembros en activo de alguna institución de seguridad pública federal, estatal o municipal o de las 
Fuerzas Armadas. 

Séptimo. Como se observa en el presente análisis la Ley Federal de Seguridad Privada establece una serie 
de requisitos que ésta comisión considera necesarios y suficientes para poder otorgar la autorización a la que 
refiere el artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública sin dejar de considerar 
que las autoridades locales deberán a su vez otorgar la autorización a la que hace referencia el citado artículo 
cuando la prestación de servicios de seguridad privada los preste una empresa en dos o más entidades 
federativas. 

Sin embargo, es de observarse que los artículos 40 y 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establecen lo siguiente: 

Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, 
federal, compuesta de estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero 
unidos en una federación establecida según los principios de esta ley fundamental.” 

Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la 
competencia de éstos, y por los de los estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los 
términos respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de los Estados, 
las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal...” 

Así, al ser libres y soberanos los estados en su régimen interior, de no observar el cumplimiento de lo 
establecido en materia de seguridad privada en los ordenamientos estatales que para el efecto existan, 
resultaría procedente la interposición de una controversia constitucional misma que se instauraría para el 
tema que nos ocupa a fin de demandar la reparación de un agravio producido por una norma general o 
un acto que en ejercicio excesivo de sus atribuciones constitucionales fue responsabilidad de la 
federación, estado, Distrito Federal o municipio, transgrediendo el reparto de competencias 
consagrado en la Constitución, dañando la soberanía.  

Además, generaría un inminente estado de inseguridad al disminuir la regulación y supervisión efectiva de las 
empresas dedicadas a la prestación del servicio, sin dejar de mencionar que la federación se vería impedida 
para asumir las funciones y obligaciones que recaen en las Entidades Federativas, debiendo nuevamente 
enfatizar que al ser actividades auxiliares de la seguridad pública, son facultades concurrentes. 

Octavo. Ahora bien, esta comisión se avocó al análisis detallado de las legislaciones estatales que se 
encuentran vigentes en materia de prestación de servicios de seguridad privada, encontrando que en la 
actualidad existen además de los requisitos que establece la Ley Federal de Seguridad Privada, un sinnúmero 
de requisitos que exigen las entidades federativas, el Distrito Federal y en ocasiones los municipios para 
poder otorgar la autorización que requieren las citadas empresas para estar en posibilidad de prestar el 
servicio. 

El resultado de dicho análisis arroja que de la totalidad de los requisitos que solicitan las entidades 
federativas, el Distrito Federal y algunos municipios (además de los ya establecidos en la ley en comento) es 
de 114 requisitos adicionales, siendo estos diferentes en cada una de las entidades federativas, 
Distrito Federal y municipios, esto es, no existe una homologación en cuanto a lo solicitado, lo cual 
impide su cabal cumplimiento, restando eficiencia en el mercado que presta este servicio y mayor 
inseguridad para los ciudadanos.  

Noveno. De la totalidad de los requisitos que establecen las Entidades Federativas, el Distrito Federal y en 
ocasiones municipios, se hace mención de algunos de ellos: 
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• Manifestar el lema de la empresa 

• Relación de accionistas 

• Relación de socios 

• Relación de personal directivo y administrativo 

• Balance de resultados auditado por contador con cédula profesional 

• Dormitorio 

• Exclusión de extranjeros 

• Exhibir contrato con proveedores 

• Exhibir documentos originales o certificados del personal administrativo que aparece en el acta constitutiva 

• Exhibir libro de acta de asamblea 

• Exhibir libro de registro de accionistas 

• Exhibir registro de marca ante el IMPI 

• Rotulación de vehículos con medidas específicas (centímetros por letra) 

• Archivo fotográfico de socios 

• Documentos personales de socios y accionistas 

• Registro de Socios ante el C4 estatal 

• Archivo fotográfico de accionistas. 

Como se observa, existen algunos requisitos que hacen que la obtención del registro de las empresas que 
prestan servicios de Seguridad Privada ante autoridades sea de difícil cumplimentación o en su caso, impida 
que de manera ágil se observe lo establecido en la legislación Estatal en la materia, sin dejar de considerar 
que en algunos casos, se pone en riesgo la seguridad de los inversionistas, al requerir documentación con la 
que ya cuenta la autoridad Federal. 

Décimo. Es menester hacer notar que uno de los requisitos que exigen algunas entidades federativas, es que 
los prestadores de servicios deberán ser personas físicas de nacionalidad mexicana con cláusula de exclusión 
de extranjeros tal y como se observa a continuación: 

• Guerrero  

Ley Número 281 de Seguridad Pública del estado de Guerrero  

Artículo 155.- Los servicios de seguridad privada sólo podrán ser prestados por ciudadanos mexicanos y 
personas jurídicas colectivas, con cláusula de exclusión de extranjeros. 

• Jalisco  

Reglamento de los Servicios Privados de Seguridad del estado de Jalisco  
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Artículo 20. Se prohíbe prestar servicios privados de seguridad en el Estado de Jalisco, si previamente no se 
obtiene la autorización correspondiente. Para obtener la autorización, los solicitantes deberán cumplir con los 
requisitos siguientes: I. Ser de nacionalidad mexicana, tratándose de personas jurídicas el acta 
constitutiva debe contener cláusula de exclusión de extranjeros; ... 

• Quintana Roo  

Reglamento de los Servicios de Seguridad Privada del estado de Quintana Roo  

Artículo 11. Para obtener la autorización, registro o revalidación, los interesados deberán solicitarlo a la 
Secretaría a través de la dirección, además de cumplir y acreditar los siguientes requisitos: ... II. Que las 
personas físicas o morales sean de nacionalidad mexicana, acreditándolo con documento idóneo. En 
caso que sea la segunda de las nombradas, deberá incluir en su acta constitutiva la cláusula de 
exclusión de extranjeros;  

... 

• Tlaxcala  

Ley que Regula los Servicios Privados de Seguridad en el estado de Tlaxcala  

Artículo 9. La solicitud de autorización se presentará por escrito, y para su tramitación se sujetará al 
procedimiento de emisión de actos regulatorios que establece la Ley del Procedimiento Administrativo y 
cubrirán los requisitos siguientes: I. En cuanto a la acreditación general del solicitante: [...] d) Acreditará su 
nacionalidad mexicana. Para el caso de las personas jurídicas, además, acreditarán que sus acciones serán 
nominativas, que sus socios no sean extranjeros, y que dentro de sus estatutos existan las cláusulas 
relativas a la exclusión de extranjeros.  

Al respecto, esta comisión observa que las citadas disposiciones estatales contravienen lo dispuesto en los 
artículos 73, fracciones XXIII y XXIX F y 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que 
a la letra establecen: 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad 

...XXIII Para expedir leyes que establezcan las bases de coordinación entre la Federación, el Distrito Federal, 
los Estados y los Municipios, así como para establecer y organizar a las instituciones de seguridad pública en 
materia federal, de conformidad con lo establecido en el artículo 21 de esta Constitución... 

...XXIX F Para expedir leyes tendientes a la promoción de la inversión mexicana, la regulación de la 
inversión extranjera, la transferencia de tecnología y la generación, difusión y aplicación de los 
conocimientos científicos y tecnológicos que requiere el desarrollo nacional...” 

Artículo 124. Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios 
federales, se entienden reservadas a los estados.” 

Derivado de los artículos constitucionales antes mencionados, al establecer las Entidades Federativas como 
obligatoria la cláusula de exclusión de extranjeros para las empresas encargadas de prestar el servicio de 
seguridad privada, transgrede la facultad de la Federación para legislar en materia de inversión extranjera, por 
lo que hace a las restricciones que deben observar los prestadores de estos servicios en la conformación de 
su capital social. 

Así, la cláusula de exclusión de extranjeros que dichos estados establecen en la normatividad de la materia, 
vulnera el sistema de distribución de competencias que establece la Carta Magna al establecer restricciones a 
la inversión extranjera en la prestación de servicios de seguridad privada, siendo esta una facultad exclusiva 
del Congreso de la Unión, cuya regulación se encuentra establecida en la Ley de Inversión Extranjera, misma 
que establece en el artículo 6o. de manera limitativa aquellas actividades económicas cuyo ejercicio está 
reservado exclusivamente a mexicanos o a sociedades mexicanas con cláusula de exclusión, siendo que del 
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análisis sistemático de la legislación, así como de los tratados internacionales de los que México es parte, no 
se advierte disposición alguna que limite o restrinja la prestación de servicios de seguridad privada 
como actividad económica reservada de manera exclusiva a ciudadanos mexicanos o a sociedades 
mexicanas con cláusula de exclusión de extranjeros, en consecuencia, resulta evidente que al establecer 
esta disposición en la regulación estatal de dichas actividades, invaden la facultad exclusiva de la Federación 
para legislar en materia de inversión extranjera y para constituirse como rector en la materia. 

Undécimo. Esta comisión considera necesario enfatizar que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
120 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es obligación de los estados y el Distrito 
Federal hacer cumplir las leyes federales, por lo que el régimen impuesto por la federación en materia de 
inversión extranjera es obligatorio para las entidades federativas, debiendo atender la regulación 
expedida por el Congreso de la Unión en materia de reservas impuestas a este tipo de inversión, siendo por 
tanto evidente la contravención del principio de distribución de competencias establecido en el artículo 40 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Duodécimo. La comisión observa que además de la multiplicidad y diversidad de requisitos que la 
normatividad estatal y municipal establecen para poder prestar servicios las empresas de Seguridad Privada, 
existen requisitos que generan la posible interposición de controversias constitucionales ante la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación como lo es el establecimiento de cláusulas de exclusión de extranjeros. 

Cabe señalar que ya existe precedente en la materia, la controversia constitucional número 77/2010 por parte 
del Poder Ejecutivo federal en contra del Poder Ejecutivo del estado de México, toda vez que en fecha 6 de 
septiembre del año 2010 se publicó en la Gaceta de Gobierno Estatal el decreto número 150 por el que se 
reforma el artículo 19 de la Ley de Seguridad Privada del Estado de México y establece que para prestar 
servicios de seguridad privada conforme a la modalidad que realicen deberá ser persona física de 
nacionalidad mexicana o jurídica colectiva constituida conforme a las leyes del país y con cláusula de 
exclusión de extranjeros.  

En el escrito de demanda de controversia constitucional se observa la siguiente argumentación: 

B) El artículo 19, fracción I de la Ley de Seguridad Privada del Estado de México, viola los principios de 
funcionalidad y congruencia previstos en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, lo 
que se traduce en la vulneración de la facultad del Congreso General para legislar en materia de 
seguridad privada, como actividad auxiliar de la seguridad pública.  

Lo anterior, porque se estima que el hecho de que la legislación del estado de México establezca como 
condición necesaria la cláusula de exclusión de extranjeros, produce la inoperancia de las autorizaciones 
otorgadas por la federación para la prestación del servicio de seguridad privada, pues aún cuando la 
Secretaría de Seguridad Pública Federal autorice a determinadas empresas, en cuyo capital haya 
participación extranjera, dicho acto no surtirá sus efectos en el Estado de México, vulnerándose así el 
mandato de homologación y congruencia que debe existir en ambos ordenamientos como lo ordena la 
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública que rige como ley marco en materia de 
seguridad privada.  

En esta tesitura, se menciona que si bien en los artículos 16 y 25, fracción I, de la Ley Federal de Seguridad 
Privada, la autorización para prestar servicios de seguridad privada en dos o más entidades federativas, 
requiere de manera genérica que el solicitante sea una persona física o moral de nacionalidad mexicana, la 
porción normativa en comento, adiciona como requisito, que en el caso de empresas que deseen prestar 
el servicio de seguridad privada en la entidad, deberán estar constituidas con capital nacional, es 
decir, deberán pactar en su conformación una cláusula de exclusión de extranjeros.  

Tal disposición no resulta congruente, pues si en la ley general no existe restricción alguna respecto a la 
inversión extranjera, en consecuencia tal acotación resulta carente de sentido en una ley local que debe 
sujetarse a los principios de la ley general; pues de haber sido el caso que se hubiera considerado 
necesario sería el Congreso de la Unión quien hubiera establecido la restricción de manera clara o por 
lo menos indicar las directrices en tal sentido.  

Es por ello que, se manifiesta en la demanda que el artículo 19, fracción I, de la Ley de Seguridad Privada del 
Estado de México transgrede lo establecido en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
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Pública, vulnerando los principios de funcionalidad y congruencia, pues el precepto tildado no es 
homogéneo con la normatividad en materia federal. 

Por tanto, se solicita a la Suprema Corte de Justicia de la Nación que conforme a sus atribuciones 
constitucionales resuelva lo conducente a efecto de salvaguardar la supremacía de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; esto es, que analice la constitucionalidad de la porción normativa motivo de 
impugnación, a la luz de lo dispuesto por la Constitución Federal, la Ley de Inversión Extranjera y la Ley 
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública...” 

Cabe señalar que dicha controversia constitucional se sobreseyó toda vez que el gobierno del estado de 
México reformó la fracción I del artículo 19 de la Ley de Seguridad Privada del Estado de México, suprimiendo 
la cláusula de exclusión de extranjeros en ella contenida, dejando de producir sus efectos, siendo publicada 
dicha modificación en la Gaceta del Gobierno del Estado de México, mediante el decreto número 242 de 
diecisiete de diciembre de 2010. 

Decimotercero. Como se observa, la multiplicidad de requisitos diferentes que solicitan para que las 
empresas de Seguridad Privada presten sus servicios en dos o más entidades federativas o en municipios, 
genera este tipo de inconsistencias que dan como resultado la imposibilidad de cumplir con lo requerido por 
las autoridades estatales y municipales, o ambos, al no haber homogeneidad en las disposiciones 
establecidas en las leyes locales en la materia. 

Decimocuarto. Aunado a lo anterior, es de suma importancia hacer notar la diferencia existente entre los 
resultados de diversos censos y registros que contienen la relación de empresas de seguridad privada que 
operan en la república mexicana: 

• Número de empresas de seguridad privada que opera en el país: 2 mil 270  

• Empresas de seguridad privada con autorización únicamente local: 1 mil 845  

• Empresas de seguridad privada autorizadas por la SSPF: 750  

Es de observarse que del total de las empresas que manifestaron al Inegi dedicarse a la prestación de 
servicios de Seguridad Privada en alguna de sus modalidades, no están debidamente registradas ante las 
autoridades correspondientes (ya sea Federal, Estatal o ambas), resultando imposible supervisar su adecuado 
funcionamiento y así garantizar la seguridad de los usuarios de dichos servicios. 

Al existir la multiplicidad de requisitos planteada en el contenido del presente dictamen, genera que las 
empresas dedicadas a la prestación de estos servicios lo otorguen de manera irregular, esto es, al margen de 
las leyes y reglamentos estatales aplicables, generando inclusive menores costos por la prestación del 
servicio de manera irregular, toda vez que las empresas que cumplen con todos los requisitos establecidos a 
nivel Federal y Estatal, realizan inversiones económicas adicionales, trasladando dicho costo al usuario final, 
el cual si tiene la solvencia económica suficiente hará uso del servicio que se preste de manera regular. Sin 
embargo, el usuario que no cuente con los recursos necesarios para sufragar el costo de los servicios que 
presten las empresas regulares, optará por contratar otra empresa que, en razón de no cumplir con los 
requisitos exigidos, no ha realizado una inversión de la magnitud de la empresa que sí cumple con los 
mismos, estando por tanto en posibilidad de hacer una mejor propuesta económica, fomentando así la 
irregularidad e inseguridad con la que operan. 

Decimoquinto. Por lo expuesto, la comisión considera necesario mantener la facultad de los estados y el 
Distrito Federal de regular y autorizar la prestación de servicios de seguridad privada aún cuando cuenten con 
la debida autorización Federal tratándose de empresas que operan en dos o más Entidades Federativas a fin 
de dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 40 y 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Sin embargo, se estima necesaria la homologación de los requisitos que establecen las leyes estatales y del 
Distrito Federal a lo dispuesto en la Ley Federal de Seguridad Privada, a fin de observar lo dispuesto en la Ley 
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y en la Ley Federal de Seguridad Privada, tomando en 
consideración que la fracción V del artículo 7o. establece que “La secretaría, con la intervención que 
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corresponda al Sistema Nacional de Seguridad Pública, podrá suscribir convenios o acuerdos con las 
autoridades competentes en los estados, Distrito Federal y municipios, con el objeto de establecer 
lineamientos, acuerdos y mecanismos relacionados con los servicios de seguridad privada que faciliten la 
homologación de los criterios, requisitos, obligaciones y sanciones en esta materia, respetando la 
distribución de competencias que prevé la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
entre la federación, las entidades federativas y el Distrito Federal y los municipios, con el fin de 
garantizar que los servicios de seguridad privada se realicen en las mejores condiciones de eficiencia y 
certeza jurídica. 

Finalmente esta comisión propone adicionar la modalidad de monitoreo electrónico a fin de armonizar la ley en 
comento con el dictamen de la minuta con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de los artículos 2, 15, 25 y 32 de la Ley Federal de Seguridad Privada, aprobado por esta 
comisión y posteriormente en el pleno del la Cámara de Diputados por 403 a favor, 0 en contra y 11 
abstenciones, el 8 de febrero del 2011, enviado el Ejecutivo Federal para sus efectos constitucionales. 

Por lo expuesto y fundado los diputados integrantes de la Comisión de Seguridad Publica reconocen y 
consideran que es procedente aprobar en sentido positivo la presente iniciativa con proyecto de decreto, por 
lo que se somete a la consideración del pleno de esta honorable asamblea, el siguiente proyecto de 

Decreto que reforma el primer párrafo del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública  

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, para quedar como sigue: 

Artículo 150. Además de cumplir con las disposiciones de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, 
los particulares que presten servicios de seguridad, protección, vigilancia o custodia de personas, lugares o 
establecimientos, de bienes o valores, incluido su traslado y monitoreo electrónico; deberán obtener 
autorización previa de la Secretaría, cuando los servicios comprendan dos o más entidades federativas; o de 
la autoridad administrativa que establezcan las leyes locales, cuando los servicios se presten sólo en el 
territorio de una entidad. En el caso de la autorización de la secretaría, los particulares autorizados, además 
deberán cumplir la regulación local, que no excederá los requisitos establecidos en la Ley Federal de 
Seguridad Privada, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo noveno, del artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

... 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. En un plazo de ciento ochenta días contados a partir de la entrada en vigor del presente decreto, 
las entidades federativas y el Distrito Federal, deberán realizar las adecuaciones necesarias a las 
disposiciones aplicables en la materia de conformidad con lo dispuesto en la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública y la Ley Federal de Seguridad Privada. 

Notas:  

1 Ferrer Mac- Gregor, Eduardo, Ensayos sobre Derecho Procesal Constitucional,México, Porrúa-Comisión 
Nacional de Derechos Humanos. 2004. 

2 Instituto Nacional de Estadística y Geografía 2010. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de febrero de 2012. 
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La Comisión de Seguridad Pública, diputados:José Luis Ovando Patrón (rúbrica), Manuel Ignacio Acosta 
Gutiérrez (rúbrica), María de Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica), Manuel Esteban de Esesarte Pesqueira 
(rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Sergio González Hernández (rúbrica), Teresa del Carmen 
Incháustegui Romero (rúbrica en abstención), Adriana Sarur Torre (rúbrica), Teresa Rosaura Ochoa Mejía, 
Miguel Álvarez Santamaría (rúbrica), Víctor Hugo Círigo Vásquez (rúbrica), Jaime Fernando Cárdenas Gracia 
(rúbrica en contra), Ernesto de Lucas Hopkins, Jorge Fernando Franco Vargas, Lucila del Carmen Gallegos 
Camarena (rúbrica), Luis Alejandro Guevara Cobos (rúbrica), Feliciano Rosendo Marín Díaz (rúbrica en 
abstención), Manuel Guillermo Márquez Lizalde (rúbrica), Rosi Orozco (rúbrica), Gustavo Antonio Miguel 
Ortega Joaquín, Benigno Quezada Naranjo (rúbrica), Liev Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica), Francisco 
Lauro Rojas San Román, Arturo Santana Alfaro, Ricardo Sánchez Gálvez (rúbrica), Reyna Araceli Tirado 
Gálvez (rúbrica), Alma Carolina Viggiano Austria (rúbrica).» 
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10-04-2012 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de la Comisión de Seguridad Pública, con proyecto de decreto que reforma el primer párrafo del 
artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 
Aprobado en lo general y en lo particular, por 253 votos en pro, 33 en contra y 6 abstenciones. 
Se turnó a la Cámara de Senadores para sus efectos constitucionales. 
Diario de los Debates, 10 de abril de 2012. 
Discusión y votación, 10 de abril de 2012. 
 
 
 
DISCUSIÓN DEL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA, CON PROYECTO DE 
DECRETO QUE REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 150 DE LA LEY GENERAL DEL 
SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA 
 

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado 
José Luis Ovando Patrón, para fundamentar el dictamen, de conformidad con el artículo 104, numeral 1, 
fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados. 

El diputado José Luis Ovando Patrón: Con su venia, diputado presidente. Compañeras y compañeros 
legisladores, la seguridad pública y privada son dos expresiones que se refieren a una misma actividad, que 
forma parte del sistema de seguridad pública, llevada a cabo mediante la colaboración entre instituciones 
públicas y empresas privadas, misma que no produce la delegación de la titularidad y ejercicio de la gestión 
de un servicio al ámbito privado, sino que se trata de un mecanismo de colaboración en el que las empresas 
de seguridad privada coadyuvan con el Estado, sin subsumirse en sus funciones.  
 
La actual redacción del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública distribuye 
competencias, determinando los casos en que será competencia de la autoridad administrativa federal el 
otorgamiento de dicha autorización y los casos en los que será competencia de la autoridad administrativa 
local, el otorgamiento de ésta para los mismos efectos. 

La Ley Federal de Seguridad Privada establece una serie de requisitos necesarios y suficientes para poder 
otorgar la autorización a la que refiere el artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, sin dejar de considerar y enfatizar la necesidad de que las autoridades locales deberán, a su vez, 
otorgar la autorización a la que hace referencia el citado artículo, cuando la prestación de servicios de 
seguridad privada los preste una empresa en dos o más entidades federativas. 

Sin embargo, los diputados que integramos la Comisión de Seguridad Pública analizamos de manera 
detallada las legislaciones estatales que se encuentran vigentes en materia de seguridad privada, 
encontrando que en la actualidad existen, además de los requisitos que establece la Ley Federal de 
Seguridad Privada, un sinnúmero de requisitos que exigen las entidades federativas, el Distrito Federal y en 
algunas ocasiones hasta los municipios, para poder otorgar la autorización que requieren las citadas 
empresas y estar en posibilidad de prestar el servicio. 

Dicho análisis arrojó que de la totalidad de los requisitos que solicitan las entidades federativas, el Distrito 
Federal y algunos municipios, además de los ya establecidos en la ley en comento, es de 144 requisitos 
adicionales, siendo estos diferentes en cada una de las entidades federativas, Distrito Federal y municipios. 
Esto es, no existe una homologación en cuanto a lo solicitado, lo cual impide su cabal cumplimiento, restando 
eficiencia en la prestación de los servicios de seguridad privada. 

Es menester hacer notar que uno de los requisitos que exigen algunas entidades federativas es que los 
prestadores de servicios deberán ser personas físicas de nacionalidad mexicana, con cláusula de exclusión 
de extranjeros; por lo que al establecer como obligatoria, vulnerando el sistema de distribución de 
competencias que establece nuestra Carta Magna, al imponer restricciones a la inversión extranjera en la 
prestación de servicios de seguridad privada, siendo ésta una facultad exclusiva de este Congreso de la 
Unión, cuya regulación se encuentra ya debidamente establecida en la Ley de Inversión Extranjera, la cual 
establece, en su artículo 6, de manera limitativa, aquellas actividades económicas cuyo ejercicio está 
reservado exclusivamente a mexicanos o sociedades mexicanas con cláusula de exclusión. 
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No se advierte disposición alguna que limite o restrinja la prestación de servicios de seguridad privada como 
actividad económica reservada de manera exclusiva a ciudadanos mexicanos o a sociedades mexicanas con 
cláusula de exclusión a extranjeros. 

En consecuencia, resulta evidente que al establecer esta disposición en la regulación estatal de dichas 
actividades invaden la facultad exclusiva de la federación para legislar en la materia. 

Así, como lo mencionábamos, la multiplicidad de requisitos diferentes que solicitan para que las empresas de 
seguridad privada presten sus servicios en dos o más entidades federativas o en algunos municipios, genera 
este tipo de inconsistencias que dan como resultado la imposibilidad de cumplir con lo requerido por las 
autoridades estatales o municipales, por no haber homogeneidad en las disposiciones establecidas en las 
leyes locales en la materia. 

Por estas razones, resulta necesario homologar los requisitos a la legislación federal, haciéndolos para ello 
más controlables, evitando de esta manera la discrecionalidad y con ello poner fin al abuso y a la corrupción. 

Asimismo, se impide la invasión de competencias entre los órdenes de gobierno y para los ciudadanos les 
proporciona una mayor certeza jurídica al momento de contratar el servicio, permitiendo así garantizar que los 
servicios de seguridad privada se realicen en las mejores condiciones de eficiencia y certeza jurídica. 

Con esto que estamos pidiéndoles que aprueben este día, ya que con la homologación de estos requisitos 
existirá entonces una verdadera regulación armónica entre las disposiciones federales, las estatales, la del 
Distrito Federal, convergiendo y concurriendo la facultad legislativa en materia de seguridad privada. Es 
cuanto, diputado presidente. 

Presidencia del diputado Jesús María Rodríguez Hernández 

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Hernández: Muchas gracias. Para expresar la posición del 
Partido de la Revolución Democrática tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Arturo Santana 
Alfaro. 

El diputado Arturo Santana Alfaro: Gracias, diputado presidente. Compañeros y compañeras legisladoras, 
el Partido de la Revolución Democrática se ha pronunciado sistemáticamente por coadyuvar en el combate 
contra la delincuencia organizada en nuestro país, incluso, aprobando los presupuestos más altos de la 
historia de este país a la Secretaría de Seguridad Pública Federal, a cargo de Genaro García Luna.  
 
Hoy discutimos una reforma al artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, que 
otorga una herramienta más al gobierno federal y en particular, al Sistema de Seguridad Pública Nacional en 
nuestro país; en particular, estamos hablando de lo que es la competencia de la seguridad privada en México. 

Nos parece a nosotros importante que hoy aprobemos esta reforma con las salvedades que hemos expuesto 
los diputados integrantes de la Comisión de Seguridad Pública, en particular los diputados de la Comisión de 
Seguridad Pública del Partido de la Revolución democrática, en cuanto a la homologación de los requisitos 
para ejercer la actividad de seguridad privada en toda la República mexicana. 

Creemos que es importante hacer un aparejamiento de la legislación de todos los estados de la República, 
porque —como bien lo ha comentado aquí con antelación el presidente de la Comisión de Seguridad 
Pública— existe una diversidad de requisitos en cada una de las entidades de la República mexicana y eso 
complica este trabajo, en materia de combate contra la delincuencia. 

Se habla también, en la exposición de motivos, de la constitución de una verdadera base de datos que regule 
la actividad de las empresas en materia de seguridad pública. Es aquí donde nosotros, los diputados del 
Partido de la Revolución Democrática, hemos hecho diversos extrañamientos. 

Existe una base de datos —que es un proyecto no de hoy, sino de tiempo atrás, que se supone que ya estaba 
constituido— que se denomina Plataforma México, el cual desde mi particular punto de vista y desde mi 
perspectiva no ha cumplido con sus objetivos, porque todavía al día de hoy seguimos fundamentando en 
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estos dictámenes la necesidad de llevar un control, llevar un registro verdadero de todas estas empresas en 
materia de seguridad privada. 

Sin embargo —y en atención a que el problema de la delincuencia organizada en nuestro país es un problema 
que rebasa colores, que rebasa partidos políticos—, votaremos a favor, apoyando esta iniciativa de reformas. 

Incluso recordar que aquí nosotros hemos manifestado nuestra disposición para aprobar los presupuestos 
más altos de la historia de nuestro país, y las reformas que nos han requerido con antelación desde el 
Ejecutivo federal, y hoy no va a ser la excepción. 

Solamente hacemos un llamado: hay que cuidar de manera particular la inversión extranjera en la actividad de 
la seguridad pública y en este caso, de seguridad privada; hacer un llamado para mantener los controles 
estrictos que se requieren en la legislación. 

Es de todos sabido que el tema de procuración de justicia y seguridad pública debe ser un tema 100 por 
ciento inherente a las actividades que realiza el Estado mexicano; por ello hacemos este llamado, a hacer un 
control tanto de la base de datos —reitero—; hacer un llamado también al tema de Plataforma México, que 
desde el punto de vista de nosotros no ha funcionado y que se le ha invertido gradualmente año con año una 
cantidad importante de recursos. 

Entonces, con estas observaciones, el Partido de la Revolución Democrática acompañará esta reforma, que 
—repito— sabemos que coadyuvará en una mejor tarea de seguridad privada al facilitar los requisitos que se 
requieren para desempeñar esta actividad en nuestro país. Es cuanto, diputado presidente. 

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Hernández: Muchas gracias. Escucharemos la intervención 
del diputado Julio Saldaña Morán, a nombre del Partido Acción Nacional, para conocer su posición. 

El diputado Julio Saldaña Morán: Con su venia, señor presidente. Compañeras diputadas y compañeros 
diputados, nuestro compromiso, como representantes de la sociedad mexicana, implica una alta 
responsabilidad para afrontar las grandes adversidades en nuestro país.  
 
El tema de seguridad pública representa, hoy por hoy, una de las principales inquietudes de los mexicanos. 
Bajo este contexto se resalta la importancia de este dictamen, ya que representa un avance más en el ámbito 
de seguridad privada. 

El artículo 21 constitucional establece claramente la obligación del Estado de salvaguardar la seguridad y 
tranquilidad del pueblo de México bajo un esquema de legalidad, coordinación, cooperación y 
corresponsabilidad de las autoridades federales, estatales, del Distrito Federal y municipales. 

Es atinada la afirmación de que la seguridad privada se encuentra comprendida dentro de la seguridad 
pública; en consecuencia, existe tanto la obligación como la facultad de los tres órdenes de gobierno de 
regular este tipo de servicios en el ámbito de sus respectivas atribuciones. 

El artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, actualmente distribuye 
competencias administrativas a las autoridades federales y locales para el otorgamiento de las autorizaciones 
a particulares para los servicios de seguridad privada de la siguiente manera: 

Por una parte, la federación, a través de la Secretaría de Seguridad Pública Federal, se encargará de 
autorizar los servicios de seguridad que se presten en dos o más entidades federativas, sin dejar de cumplir 
con la regulación local, en tanto que las entidades federativas, a través del órgano que establezcan las leyes 
locales, se encargarán de autorizar los servicios de seguridad que se presten en un solo estado. 

Ahora bien, la propuesta es concreta. Establecer en el artículo 150 —citado— que los requisitos en las 
legislaciones locales no deberán exceder de los requerimientos establecidos en la Ley Federal de Seguridad 
Privada para otorgar las autorizaciones de prestación de servicios de seguridad privada que operen en dos o 
más entidades federativas. De esa forma se podrá solucionar el problema que ocasiona el exceso de 
requisitos que los particulares deben cubrir al solicitar dichas autorizaciones, ya que es revelador el dato 
indicado en el dictamen al referir que los requisitos que solicitan las entidades federativas, el Distrito Federal y 
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algunos municipios, sin contar lo solicitado por la legislación federal, son de al menos 114 requisitos 
adicionales. 

Por otro lado, se pretende solucionar cuestiones de invasión de competencias de las legislaciones locales, en 
atribuciones exclusivas del ámbito federal. 

Por ejemplo, la cláusula de exclusión de extranjeros que requieren algunas entidades federativas para las 
empresas encargadas de prestar el servicio de seguridad privada, es una situación que vulnera el sistema de 
distribución de competencias que establece la Constitución federal. 

Es claro que las restricciones a la invasión extranjera en la prestación del servicio de seguridad privada es una 
facultad exclusiva del Congreso de la Unión, cuya regulación se encuentra establecida en la Ley de Invasión 
Extranjera. 

Por último, el dictamen propone adicionar el monitoreo electrónico, como una modalidad en el servicio de 
seguridad privada, a efecto de requerir a quien realice dicha actividad la autorización de la Secretaría de 
Seguridad Pública Federal. 

Por lo anterior, la bancada de Acción Nacional apoya y solicita el voto a favor para la aprobación del presente 
dictamen, con el propósito firme de que exista una verdadera regulación armónica entre las disposiciones 
federales, las estatales y del Distrito Federal. 

Con ello se garantizará que las mexicanas y mexicanos tengan un mejor servicio de seguridad privada eficaz 
y de calidad. Es cuanto, señor presidente. 

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Hernández: Tiene la palabra la diputada María de Jesús 
Aguirre Maldonado, hasta por cinco minutos, para expresar la posición del Grupo Parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, respecto del dictamen que está a discusión. 

La diputada María de Jesús Aguirre Maldonado: Con la venia de la Presidencia; compañeros y 
compañeras diputadas, mucho se ha dicho de lo importante que es el poder tener una articulación de las 
estrategias en materia de seguridad pública de los distintos niveles de gobierno, al igual que los cuerpos 
normativos. Este hecho no escapa a lo que es la seguridad privada.  
 
Hoy estamos dictaminando una iniciativa de distintos compañeros diputados y diputadas, de diferentes grupos 
parlamentarios, en este tema, en lo que es la seguridad privada; fue un tema muy debatido hacia adentro de 
la Comisión de Seguridad Pública, como bien lo dijo el compañero diputado presidente José Luis Ovando, y 
es un tema que realmente nos interesa y nos interesa mucho en el Grupo Parlamentario del PRI. 

En este dictamen, el homologar los requisitos que se establecen, las leyes estatales y las del Distrito Federal 
a lo dispuesto en la Ley Federal de Seguridad Privada, es observar lo dispuesto en la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública y en la Ley Federal de Seguridad Privada, a fin de que exista una 
verdadera regulación armónica entre las disposiciones federales, las estatales y del Distrito Federal, 
convergiendo y concurriendo la facultad legislativa en materia de seguridad privada. 

Esto encuentra fundamento en la reforma constitucional del 2008, misma que estableció que el Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, integrado por la federación, los estados y los municipios, garantizará una 
política coherente en materia de seguridad pública. 

El artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública distribuye competencias, 
determinando los casos en que será competencia de la autoridad administrativa federal el otorgamiento de la 
autorización de permisos de operación de empresas de seguridad privada y en los casos en los que será 
competencia de la autoridad administrativa local. 

Sin embargo, en la práctica, como ya los compañeros que me antecedieron en el uso de la palabra lo han 
comentado, observamos que las legislaciones estatales que se encuentran vigentes en esta materia cuentan, 
además de los requisitos que establece la Ley de Seguridad Privada, con un sinnúmero de obligaciones que 
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exigen las entidades federativas, el Distrito Federal y en ocasiones hasta los municipios para poder otorgar la 
autorización que requieren las citadas empresas para estar en posibilidad de prestar el servicio. 

De hecho, la totalidad de los requisitos que solicitan las entidades federativas, el Distrito Federal y algunos 
municipios —estuvimos haciendo el conteo en la Comisión— son más de 114 requisitos que se están 
solicitando, lo cual nos indica que no existe una homologación en cuanto a las exigencias requeridas, 
situación que produce que no exista un cabal cumplimiento de las leyes y se reste eficiencia en la prestación 
de los servicios de seguridad privada. 

Es por esto que la comisión consideró viable esta reforma, con la finalidad de homologar estos criterios, sin 
dejar de lado la necesidad de mantener la facultad de los estados y el Distrito Federal de regular y autorizar la 
prestación de servicios de seguridad privada, aun cuando cuenten con la debida autorización federal, 
tratándose de empresas que operan en dos o más entidades federativas, a fin de dar cumplimiento a lo 
dispuesto en los artículos 40 y 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Es por esto que el Grupo Parlamentario del PRI votará a favor de esta reforma en materia de seguridad 
privada, que consideramos que era importante el poder realizarla. Por su atención, compañeras y compañeros 
diputados, muchas gracias. 

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Hernández: Para la discusión en lo general, en los términos 
del artículo 104 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se han registrado el diputado Jaime Cárdenas 
Gracia y el diputado Gerardo Fernández Noroña para hablar en contra. Tiene la palabra el diputado Jaime 
Cárdenas, hasta por tres minutos. 

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias, diputado presidente. Diputadas, diputados, éste es 
un dictamen realmente grave; les pido que reflexionen en él, porque se trata, en pocas palabras, de legalizar a 
los mercenarios que realizan tareas de seguridad privada en nuestro país.  
 
Se trata de que equipos de mercenarios, policías privados extranjeros, realicen tareas de seguridad pública de 
apoyo a las agencias o a las instituciones de seguridad pública del país; es decir, no solamente estamos 
permitiendo la privatización y la extranjerización de la seguridad pública, sino estamos permitiendo que estas 
tareas sean realizadas también por transnacionales de la seguridad. 

Se trata, en pocas palabras, de que empresas como Panamericana de Seguridad estén legalizadas y puedan 
contratar a mercenarios extranjeros, como ya lo hacen, por cierto, en el norte de la República para realizar 
estas tareas de seguridad en nuestro país. 

Este gobierno no solamente quiere que el Ejército, la Marina, realicen anticonstitucionalmente tareas de 
seguridad pública, en contravención al artículo 21 de la Constitución, sino también este gobierno lo que quiere 
es dejarle el espacio, la vía abierta, la posibilidad para que policías o personas que se dedican 
profesionalmente a brindar servicios de seguridad de carácter extranjero lo puedan realizar en nuestro país. 

Por otro lado y aunque es verdad, como señala la exposición de motivos del dictamen, hay una controversia 
constitucional, una resolución de la Suprema Corte en la controversia constitucional 772010, que permitió que 
se limitaran los requisitos de las leyes de seguridad privada en los estados para permitir que se derogara la 
cláusula de exclusión de extranjeros en esta materia. 

Me parece que sí hay una violación al artículo 124 de la Constitución, porque una ley federal no puede nunca 
indicarle a las leyes estatales, sobre todo cuando hay concurrencia, competencias concurrentes, lo que debe 
hacer la ley estatal. 

La ocurrencia, en todo caso, debe estar limitada, debe estar regulada en la propia Constitución... 

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Hernández: Concluya el orador. 

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: ... y no es válido —termino, presidente— que leyes 
federales impidan que legislaciones locales establezcan requisitos adicionales. 
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Pido que reflexionen, estamos legalizando a los mercenarios en nuestro país, esto es gravísimo en términos 
de soberanía nacional. Por su atención, muchas gracias, compañeras diputadas y compañeros diputados. 

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Hernández: Muchas gracias. Tiene la palabra el diputado 
Gerardo Fernández Noroña, hasta por tres minutos, para hablar en contra del dictamen. 

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña: Compañeros diputados, compañeras diputadas, hoy 
se cumple un año más del aniversario luctuoso del asesinato de Emiliano Zapata y esta LXI Legislatura —93 
me comentan mis compañeros, yo ya ni cálculos quiero hacer— piensa conmemorar su asesinato aprobando 
una barbaridad de iniciativa de ley, que como aquí ya lo planteó mi compañero Jaime Cárdenas, abre la 
puerta a las trasnacionales de la seguridad; como faltaba ese ramo de abrir, aquí quieren ahora abrir a las 
trasnacionales de la seguridad privada el manejo de la seguridad pública.  
 
Todos ustedes, todas ustedes, cuando viajan han visto en el aeropuerto qué es seguridad privada la que hace 
los procesos de revisión, inclusive para acceder a los aviones esa revisión ilegal, abusiva, arbitraria, indigna a 
que se somete a muchos pasajeros y pasajeras se hace por seguridad privada también. 

Lo he denunciado aquí, pero de poco sirve denunciarlo, bueno queda el testimonio por lo menos de que 
siempre hubo voces que planteaban estas cosas, pero esta soberanía es totalmente indiferente frente a estos 
temas, a pesar de que esas vejaciones las sufren los propios diputados y diputadas cuando hacen viajes, 
sobre todo a los Estados Unidos de América. 

Ahora se pretende abrir la puerta grande —como se ha venido haciendo— a un proceso, que en los hechos 
ya viene desarrollándose de la entrada de trasnacionales de la seguridad privada, haciendo todavía más frágil 
el marco legal para que puedan actuar a sus anchas en el territorio nacional. 

Creo que pocas veces en la historia de nuestra patria se ha concedido tanto al capital trasnacional y a las 
fuerzas del exterior; creo que pocas veces el entreguismo ha llegado a los niveles que estamos viviendo en 
este momento. 

Alega Calderón de las reformas estructurales que no se han hecho, pero no ha necesitado de esas reformas 
para entregar el petróleo, para entregar la energía eléctrica, para entregar las minas, para entregar la riqueza 
y no les basta, siguen presionando para que se sigan haciendo cada vez más y más concesiones. 

Que Calderón promueve estas cosas no me sorprende, pero que esta soberanía las conceda, no deja de 
causarme extrañeza y no deja de causarme extrañeza, no porque yo sea cándido o porque sea un ingenuo 
político, sino porque sigo pensando que no sé en dónde ponen la cabeza mis compañeros y compañeras 
diputadas y diputados, en el momento de cada una de estas votaciones. 

Me sumo al llamado de Jaime Cárdenas, de que se vote en contra esta iniciativa, aunque sé que el llamado es 
un llamado, ya no digo a misa, porque eso es como consta en actas y atienden más. Muchas gracias por su 
atención, compañeros y compañeras. 

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Hernández: Agotada la lista de oradores, consulte la 
Secretaria, en votación económica, a la asamblea si se encuentra suficientemente discutido. 

El Secretario diputado Mariano Quihuis Fragoso: Por instrucciones de la Presidencia, en votación 
económica se consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra suficientemente discutido en lo general y en 
lo particular. Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y 
los diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmativa. 

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Hernández: Suficientemente discutido en lo general y 
en lo particular. Se instruye a la Secretaría abra el sistema electrónico, hasta por cinco minutos, para 
proceder a la votación en lo general y en lo particular. 

El Secretario diputado Mariano Quihuis Fragoso: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, 
numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema electrónico, por cinco minutos, para 
proceder a la votación en lo general y en lo particular. 
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(Votación) 

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez: Ciérrese el sistema de votación. De viva voz, el 
diputado Salvador Caro Cabrera. 

El diputado Salvador Caro Cabrera (desde la curul): En contra. 

La diputada Carmen Lizeth Valle Vea (desde la curul): A favor. 

La diputada María Dolores Patricia Cabrera Muñoz (desde la curul): A favor. 

La diputada Elvira de Jesús Pola Figueroa (desde la curul): A favor. 

El diputado Moisés Narváez Ochoa (desde la curul): A favor. 

La diputada Estefanía Durán Ortiz (desde la curul): A favor. 

El diputado Hilario Everardo Sánchez Cortés (desde la curul): A favor. 

La diputada María Florentina Ocegueda Silva (desde la curul): A favor. 

El diputado Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramírez (desde la curul): A favor. 

El diputado Jesús Ramírez Rangel (desde la curul): A favor. 

La diputada Laura Piña Olmedo (desde la curul): A favor. 

El diputado Fernando Santamaría Prieto (desde la curul): A favor. 

El diputado Valerio González Schcolnik (desde la curul): A favor. 

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez: Señor presidente, se han emitido un total de 253 
votos en pro, 33 en contra, 6 abstenciones. 

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Hernández: Aprobado en lo general y en lo particular 
por 253 votos el proyecto de decreto que reforma el primer párrafo del artículo 150 de la Ley General 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Pasa al Senado de la República, para sus efectos 
constitucionales.  



- El C. Secretario Zoreda Novelo: De la Cámara de Diputados se recibió una minuta proyecto 
de Decreto que reforma el primer párrafo del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública. 

 

 



 



 
 
- El C. Presidente González Morfín: Túrnese a las Comisiones Unidas de Seguridad Pública; 

y de Estudios Legislativos, Primera para su análisis y dictamen correspondiente. 
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DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE SEGURIDAD PÚBLICA; Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, 
PRIMERA, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 150 DE LA LEY 
GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA 
 
(Dictamen de primera lectura)  
 

“COMISIONES UNIDAS DE SEGURIDAD PUBLICA; 
Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, PRIMERA  

H. ASAMBLEA: 

A las Comisiones Unidas de Seguridad Pública; y de Estudios Legislativos, Primera, fue turnada para su 
estudio y dictamen la minuta que contiene proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 150 de la Ley 
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Con fundamento en los artículos 71 fracción II y 72 inciso a) de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; los artículos 85, 86, 89, 94 y demás relativos a la Ley Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 113 punto 2, 117 punto 1, 135 punto 1, 182, 183, 184, 190 
y demás relativos del Reglamento del Senado de la República, y habiendo analizado el contenido del 
proyecto, estas Comisiones someten el presente Dictamen a la consideración de los integrantes de esta 
Honorable Asamblea, de conformidad con la siguiente: 

METODOLOGIA 

Las Comisiones Unidas encargadas del análisis y dictamen de la Minuta en comento, desarrollaron los 
trabajos correspondientes conforme al procedimiento que a continuación se describe:  

En el apartado denominado “I. ANTECEDENTES”, se da constancia del trámite de inicio del proceso 
legislativo, así como de la recepción y turno para el dictamen de la Minuta. 

En el apartado “II. CONTENIDO DE LA MINUTA”, se exponen los objetivos y se hace una descripción de la 
Minuta en la que se resume su contenido, motivos y alcances. 

En el titulado “III. CONSIDERACIONES”, los integrantes de las comisiones dictaminadoras expresan los 
razonamientos y argumentos con base en los cuales se sustenta el sentido del presente dictamen. 

I. ANTECEDENTES. 

I. Con fecha 19 de febrero de 2012, los diputados José Luis Ovando Patrón, Bonifacio Herrera Rivera del 
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, así como la diputada María de Jesús Aguirre Maldonado y 
los diputados Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez y Salvador Caro Cabrera del grupo parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, presentaron la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 
150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. En la misma fecha, el presidente y demás 
integrantes que conforman la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, dispusieron que dicha iniciativa con 
proyecto de Decreto fuera turnada a la Comisión de Seguridad Pública para su estudio y dictamen. 
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II. El 29 de febrero de 2012 en sesión plenaria de la Comisión de Seguridad Pública, este dictamen fue 
aprobado en sentido positivo por 18 votos a favor, 1 voto en contra y 2 abstenciones. 

III. El 10 de abril de 2012 en sesión plenaria de la Cámara de Diputados el Dictamen es aprobado en lo 
general y en lo particular por 253 votos a favor, 33 en contra y 6 abstenciones, remitiendo la Mesa Directiva la 
Minuta correspondiente a su Colegisladora para los fines del incido e) del artículo 72 constitucional. 
IV. El 11 de abril de 2012, la Mesa Directiva del Senado de la República hace del conocimiento en sesión 
plenaria de la Minuta con Proyecto de Decreto por el que se reforma el primer párrafo del artículo 150 de la 
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, misma que turna a las Comisiones Unidas de 
Seguridad Pública y Estudios Legislativos, Primera, para su estudio, análisis y dictamen correspondiente. 

II. CONTENIDO DE LA MINUTA 

El propósito del proyecto radica en establecer como criterio en la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública la homologación de los requisitos entre disposiciones federales, estatales y del 
Distrito Federal, en materia de seguridad privada, para lo cual se establece que la regulación local a la 
cual están obligados los particulares autorizados para prestar servicios de seguridad privada, no deberá 
exceder los requisitos establecidos en la Ley Federal de Seguridad Privada. 

Adicionalmente agrega el concepto de monitoreo electrónico como parte de los servicios que pueden 
prestar las empresas de seguridad privada, en razón de que dicho servicio forma parte de los avances de la 
tecnología de rastreo y localización electrónica, y se hace necesaria y viable su adecuación. 

Por tales razones propone la reforma en los siguientes términos: 

Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública 

Propuesta de Reforma 

Artículo 150.- Además de cumplir con las 
disposiciones de la Ley Federal de Armas de 
Fuego y Explosivos, los particulares que presten 
servicios de seguridad, protección, vigilancia o 
custodia de personas, lugares o establecimientos, 
de bienes o valores, incluido su traslado; deberán 
obtener autorización previa de la Secretaría, 
cuando los servicios comprendan dos o más 
entidades federativas; o de la autoridad 
administrativa que establezcan las leyes locales, 
cuando los servicios se presten sólo en el 
territorio de una entidad. En el caso de la 
autorización de la Secretaría, los particulares 
autorizados, además deberán cumplir la 
regulación local. 

Conforme a las bases que esta ley dispone, las 
instancias de coordinación promoverán que 
dichas leyes locales prevean los requisitos y 
condiciones para la prestación del servicio, la 
denominación, los mecanismos para la 
supervisión y las causas y procedimientos para 
determinar sanciones.  

Artículo 150. Además de cumplir con las 
disposiciones de la Ley Federal de Armas de 
Fuego y Explosivos, los particulares que 
presten servicios de seguridad, protección, 
vigilancia o custodia de personas, lugares o 
establecimientos, de bienes o valores, incluido 
su traslado y monitoreo electrónico; deberán 
obtener autorización previa de la Secretaría, 
cuando los servicios comprendan dos o más 
entidades federativas; o de la autoridad 
administrativa que establezcan las leyes 
locales, cuando los servicios se presten sólo en 
el territorio de una entidad. En el caso de la 
autorización de la secretaría, los particulares 
autorizados, además deberán cumplir la 
regulación local, misma que no excederá los 
requisitos establecidos en la Ley Federal de 
Seguridad Privada, de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo noveno, del artículo 21 
de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.  

... 
 Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el 
día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Segundo. En un plazo de ciento ochenta días 
contados a partir de la entrada en vigor del 
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presente Decreto, las entidades federativas y el 
Distrito Federal, deberán realizar las 
adecuaciones necesarias a las disposiciones 
aplicables en la materia de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública y la Ley Federal 
de Seguridad Privada.  

 

III. CONSIDERACIONES 

Las Comisiones Unidas dictaminadoras coinciden en señalar que la propuesta es viable y pertinente, tomando 
en consideración los siguientes elementos:  

Primero. El proyecto encuentra sustento en la reforma constitucional de 2008, que estableció en el artículo 21 
párrafos noveno y décimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos lo siguiente: 

...La seguridad pública es una función a cargo de la federación, el Distrito Federal, los estados y los 
municipios, que comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, 
así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas 
competencias que esta Constitución señala. La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución. 

Las instituciones de seguridad pública serán de carácter civil, disciplinado y profesional. El Ministerio Público y 
las instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno deberán coordinarse entre sí para cumplir los 
objetivos de la seguridad pública y conformarán el Sistema Nacional de Seguridad Pública, que estará sujeto 
a las siguientes bases mínimas: 

... 

Dicha reforma da sustento a un Sistema Nacional de Seguridad Pública integrado por la federación, los 
estados y los municipios, encargado de garantizar una política coherente en la materia, incluyéndose la 
integración de un sistema nacional de información sobre delincuentes y cuerpos policiales, la coordinación 
de elementos humanos y materiales entre los distintos órdenes de gobierno en la prevención y combate 
a la delincuencia y la profesionalización creciente de esas corporaciones y su vinculación de manera renovada 
con la comunidad para recuperar su prestigio y credibilidad a través del cumplimiento cabal y respetuoso de 
su deber. 

Segundo. Además, se entiende “que al ser el federalismo un acuerdo de distribución del poder, de 
reconocimiento de espacios de autonomía y esferas de competencia, es un método democrático en el que 
comunidades autónomas tienen y conservan el control de los resortes de gobierno de los ámbitos de su 
competencia”, tesis que establece las bases en las que se produce la distribución de atribuciones y 
concurrencia entre las distintas instituciones que conforman el Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Tercero. Derivado de la interpretación de la citada reforma constitucional y su exposición de motivos, se 
colige que en tanto exista la obligación de coordinar los esfuerzos de todas las instancias de gobierno en la 
consecución de un fin común como lo es el garantizar la seguridad y tranquilidad de la población, la 
seguridad pública necesariamente está ubicada dentro del federalismo cooperativo, mismo que integra el 
poder central con los poderes estatales en un único mecanismo de gobierno en el que todos actúan 
concertadamente para hacer frente a problemas que superan su estricta esfera individual. Y en tanto que la 
seguridad privada se encuentra comprendida dentro de la seguridad pública, se confiere a los tres órdenes 
de gobierno, en el ámbito de sus atribuciones, facultades para regular los servicios de seguridad 
privada que en ellos se presten. 

Cuarto. Por lo antes enunciado, la seguridad pública y privada, en nuestra legislación, representan dos 
expresiones que se refieren a una misma actividad que forma parte del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, llevada a cabo mediante la colaboración entre instituciones públicas y empresas privadas -en los 
términos establecidos en el Título Duodécimo de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública 
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en donde se da cabida a los servicios de seguridad privada-, lo cual “ no produce la delegación de la 
titularidad y ejercicio de la gestión de un servicio al ámbito privado, sino que se trata de un mecanismo de 
colaboración en el que las |empresas de seguridad privada coadyuvan con el Estado, sin subsumirse 
en sus funciones”. 

Quinto. Es de notar que la actual redacción del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, distribuye competencias determinando los casos en que será competencia de la 
autoridad administrativa Federal el otorgamiento de dicha autorización y los casos en los que será 
competencia de la autoridad administrativa local el otorgamiento de ésta para los mismos efectos. De esta 
manera, la distribución competencial en materia de seguridad privada se establece de la siguiente manera: La 
federación, a través de la Secretaría de Seguridad Pública federal, se encargará de autorizar los servicios de 
seguridad que se presten en dos o más entidades federativas, sin dejar de cumplir con la regulación local 
y, por otra lado, las entidades federativas, a través del órgano que establezcan las leyes locales, se 
encargarán de autorizar los servicios de seguridad que se presten en una sola entidad federativa. 

Sexto. Estas comisiones coinciden con la Colegisladora en que “la Ley Federal de Seguridad Privada 
establece una serie de requisitos necesarios y suficientes para poder otorgar la autorización a la que 
refiere el artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública sin dejar de enfatizar 
la necesidad de que las autoridades locales deberán a su vez otorgar la autorización a la que hace referencia 
el citado artículo cuando la prestación de servicios de seguridad privada los preste una empresa en dos o más 
entidades federativas”. 

Séptimo. Sin embargo, y con fundamento en el estudio en el que la Colegisladora basa el fundamento del 
presente proyecto, estas comisiones dictaminadoras coinciden en destacar que “las legislaciones estatales en 
materia de prestación de servicios de seguridad privada, establecen requisitos que no están contemplados 
en la Ley Federal de Seguridad Privada, para poder otorgar la autorización que requieren las citadas 
empresas para estar en posibilidad de prestar el servicio”.  

La Ley Federal de Seguridad Privada establece los requisitos que las entidades federativas y el Distrito 
Federal, deberá cumplir a efecto de obtener la autorización que permita la operación de empresas de 
seguridad privada en dos o más entidades federativas, así el artículo 25 de la citada ley establece: 

Artículo 25. Para obtener autorización para prestar servicios de seguridad privada en dos o más entidades 
federativas, los prestadores de servicios deberán presentar su solicitud ante la Dirección General, señalando 
la modalidad y ámbito territorial en que pretendan prestar el servicio, además de reunir los siguientes 
requisitos: 

I. Ser persona física o moral de nacionalidad mexicana 

II. Tratándose de personas morales, deberán estar constituidas coniforme a la legislación mexicana 

III. Exhibir original del comprobante de pago de derechos por el estudio y trámite de la solicitud de 
autorización 
IV. Presentar copia simple, acompañada del original y comprobante del pago de derechos para su cotejo, o en 
su caso, copia certificada, de los siguientes documentos 

a). Acta de nacimiento, para el caso de personas físicas 

b). Escritura en la que se contenga el acta constitutiva y modificaciones, si las tuviere, para el caso de las 
personas morales, y 

c). En su caso, poder notarial en el que se acredite la personalidad del solicitante. 

V. Señalar el domicilio de la matriz y en su caso de las sucursales, precisando el nombre y puesto del 
encargado en cada una de ellas, además de adjuntar los comprobantes de domicilio correspondientes. 
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VI. Acreditar en los términos que señale el Reglamento, que se cuenta con los medios humanos, de 
formación, técnicos, financieros y materiales que le permitan llevar a cabo la prestación de servicios de 
seguridad privada en forma adecuada, en las modalidades y ámbito territorial solicitados 

VII. Presentar un ejemplar del Reglamento Interior de Trabajo, y Manual o Instructivo operativo, aplicable a 
cada una de las modalidades del servicio a desarrollar, que contenga la estructura jerárquica de la empresa y 
el nombre del responsable operativo. 

VIII. Exhibir los Planes y programas de capacitación y adiestramiento vigentes, acordes a las modalidades en 
que se prestará el servicio, así como la constancia que acredite su registro ante la Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social 

IX. Constancia expedida por Institución competente o capacitadores internos o externos de la empresa, que 
acredite la capacitación y adiestramiento del personal operativo 

X. Relación del personal directivo y administrativo, conteniendo nombre completo y domicilio 

XI. Currícula del personal directivo, o en su caso, de quien ocupará los cargos relativos 

XII. Relación de quienes se integrarán como personal operativo, para la consulta de antecedentes policiales 
en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, debiendo acompañar el comprobante de pago de 
derechos correspondiente, además de señalar el nombre, Registro Federal de Contribuyente y en su caso 
Clave Única de Registro de Población de cada uno de ellos 

XIII. Adjuntar el formato de credencial que se expedirá al personal 

XIV. Fotografías del uniforme a utilizar, en las que se aprecien sus cuatro vistas, conteniendo colores, 
logotipos o emblemas, mismos que no podrán ser iguales o similares a los utilizados por las corporaciones 
policiales o por las fuerzas armadas 

XV. Relación de bienes muebles e inmuebles que se utilicen para el servicio, incluido equipo de 
radiocomunicación, armamento, vehículos, equipo en general, así como los aditamentos complementarios al 
uniforme, en los formatos que para tal efecto establezca la dirección general 

XVI. Relación, en su caso, de perros, adjuntando copia certificada de los documentos que acrediten que el 
instructor se encuentra capacitado para desempeñar ese trabajo; asimismo se anexará listado que contenga 
los datos de identificación de cada animal, como son: raza, edad, color, peso, tamaño, nombre y documentos 
que acrediten el adiestramiento y su estado de salud, expedido por la autoridad correspondiente 

XVII. Copias certificadas del permiso para operar frecuencia de radiocomunicación o contrato celebrado con 
concesionaria autorizada 

XVIII. Fotografías de los costados, frente, parte posterior y toldo del tipo de vehículos que se utilicen en la 
prestación de los servicios, las cuales deberán mostrar claramente los colores, logotipos o emblemas, y que 
no podrán ser iguales o similares a los oficiales utilizados por las corporaciones policiales o por las Fuerzas 
Armadas; además deberán presentar rotulada la denominación del prestador del servicio, y la leyenda 
“seguridad privada”; asimismo, deberán apreciarse las defensas reforzadas, torretas y otros aditamentos que 
tengan dichas unidades 

XIX. Muestra física de las insignias, divisas, logotipos, emblemas o cualquier medio de identificación que porte 
el elemento 

XX. En caso de que se utilicen vehículos blindados en la prestación del servicio, independientemente de la 
modalidad de que se trate, se deberá exhibir constancia expedida por el proveedor del servicio de blindaje, 
con la que acredite el nivel del mismo, y  
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XXI. Tratándose de prestadores de servicios que operen en la modalidad prevista en la fracción III del artículo 
15 de la presente Ley, y específicamente para el traslado de valores, será indispensable contar con vehículos 
blindados, y exhibir constancia expedida por el proveedor del servicio de blindaje, con la que se acredite el 
nivel del mismo. 

A su vez, el artículo 26 de la ley en comento establece que de ser procedente la autorización, el solicitante 
deberá presentar dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de procedencia: 

• Original del comprobante de pago de derechos por la inscripción de cada arma de fuego o equipo utilizado 
en la prestación de los servicios. 

• Original del comprobante de pago de derechos por la inscripción en el Registro Nacional del Personal de 
Seguridad Pública, de cada uno de los elementos operativos de quienes la Dirección General haya efectuado 
la consulta previa de antecedentes policiales. 

• Póliza de Fianza expedida por institución legalmente autorizada a favor de la Tesorería de la Federación, por 
un monto equivalente a cinco mil veces el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, misma que 
deberá contener la siguiente leyenda: 

Para garantizar por un monto equivalente a cinco mil veces el salario mínimo general vigente en el Distrito 
Federal las condiciones a que se sujetará en su caso la autorización o revalidación para prestar servicios de 
seguridad privada en dos o más entidades federativas otorgada por la Dirección General de Registro y 
Supervisión a Empresas y Servicios de Seguridad Privada, con vigencia de un año a partir de la fecha de 
autorización; la presente fianza no podrá cancelarse sin previa autorización de su beneficiaria, la Tesorería de 
la Federación. 

• Original del comprobante de pago de derechos por la expedición de la autorización. 

Por lo que respecta al personal tanto directivo, como administrativo y operativo, el artículo 27 de la multicitada 
ley establece que para el desempeño de sus funciones, los directores, administradores, gerentes y personal 
administrativo de los prestadores de servicios deberán reunir los siguientes requisitos: 

I. No haber sido sancionado por delito doloso 

II. No haber sido separados o cesados de las fuerzas armadas o de alguna institución de seguridad federal, 
estatal, municipal o privada, por alguno de los siguientes motivos: 

a) Por falta grave a los principios de actuación previstos en las Leyes 

b) Por poner en peligro a los particulares a causa de imprudencia, negligencia o abandono del servicio 

c) Por incurrir en faltas de honestidad o prepotencia 

d) Por asistir al servicio en estado de ebriedad o bajo el influjo de sustancias psicotrópicas, enervantes o 
estupefacientes y otras que produzcan efectos similares, por consumir estas sustancias durante el servicio o 
en su centro de trabajo o por habérseles comprobado ser adictos a alguna de tales substancias 
e) Por revelar asuntos secretos o reservados de los que tenga conocimiento por razón de su empleo 

f) Por presentar documentación falsa o apócrifa 

g) Por obligar a sus subalternos a entregarle dinero u otras dádivas bajo cualquier concepto 

h) Por irregularidades en su conducta o haber sido sentenciado por delito doloso. 

III. No ser miembros en activo de alguna institución de seguridad pública federal, estatal o municipal o de las 
Fuerzas Armadas. 
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En cuanto al personal operativo, el artículo 28 establece que para el desempeño de sus funciones, el personal 
operativo de los prestadores de servicios deberá reunir y acreditar los siguientes requisitos: 

I. Carecer de antecedentes penales 

II. Ser mayor de edad 

III. Estar inscritos en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública 

IV. Estar debidamente capacitados en las modalidades en que prestarán el servicio 

V. No haber sido separado de las Fuerzas Armadas o de instituciones de seguridad pública o privada por 
alguna de las causas previstas en la fracción II del artículo 27 de la presente ley, 

VI. No ser miembros en activo de alguna institución de seguridad pública federal, estatal o municipal o de las 
Fuerzas Armadas. 

Con lo descrito, estas comisiones dictaminadoras consideran que estos requisitos se constituyen y deben ser 
el referente obligado de cumplimentar por los particulares en ofrecer los servicios privados en dos o más 
entidades, por lo que advierten como un problema de congruencia legislativa el que existan alrededor de 114 
requisitos adicionales, como lo refieren los autores del presente proyecto, siendo estos diferentes en cada una 
de las entidades federativas, Distrito Federal y municipios, lo cual advierten “impide su cabal cumplimiento, 
restando eficiencia en la prestación de los servicios de seguridad privada”. 

De la totalidad de los requisitos que establecen las Entidades Federativas, el Distrito Federal y en ocasiones 
municipios, se hace mención de los siguientes: manifestar el lema de la empresa, relación de accionistas, 
relación de socios, relación de personal directivo y administrativo, balance de resultados auditado por 
contador con cédula profesional, dormitorio, exhibir contrato con proveedores, exhibir documentos originales o 
certificados del personal administrativo que aparece en el acta constitutiva, exhibir libro de acta de asamblea, 
exhibir libro de registro de accionistas, exhibir registro de marca ante el IMPI, rotulación de vehículos con 
medidas específicas (centímetros por letra), archivo fotográfico de socios, documentos personales de socios y 
accionistas, registro de socios ante el C4 estatal y archivo fotográfico de accionistas, entre otros. 

Los ejemplos citados llevan a estas comisiones a coincidir con la Colegisladora de que algunos requisitos 
locales hacen que la obtención del registro de las empresas que prestan servicios de seguridad privada ante 
autoridades sea de difícil cumplimiento o en su caso, impida que de manera ágil se observe lo establecido en 
la legislación estatal en la materia. 

Octavo. Un requisito a destacar, presente en varias legislaciones locales, es el relativo a que los prestadores 
de servicios deban ser personas físicas de nacionalidad mexicana con cláusula de exclusión de 
extranjeros tal y como se observa en el artículo 155 de la Ley Número 281 de Seguridad Pública del Estado 
de Guerrero; el artículo 20 del Reglamento de los Servicios de Seguridad del Estado de Jalisco; el artículo 11 
del Reglamento de Seguridad Privada del Estado de Quintana Roo, así como el artículo 9 de la Ley que 
Regula los Servicios Privados de Seguridad en el Estado de Tlaxcala. 

Al respecto, estas comisiones coinciden con su Colegisladora en considerar necesario enfatizar que de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
es obligación de los estados y el Distrito Federal hacer cumplir las leyes federales, por lo que el régimen 
impuesto por la federación en materia de inversión extranjera es obligatorio para las entidades federativas, 
debiendo atender la regulación expedida por el Congreso de la Unión en materia de reservas impuestas a 
este tipo de inversión, siendo por tanto evidente la contravención del principio de distribución de competencias 
establecido en el artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Se observa que además de la multiplicidad y diversidad de requisitos que la normatividad estatal y municipal 
establecen para poder prestar servicios las empresas de Seguridad Privada, existen requisitos que generan 
la posible interposición de controversias constitucionales ante la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación como lo es el establecimiento de cláusulas de exclusión de extranjeros. 



8 
 

Cabe señalar que ya existe precedente en la materia, la controversia constitucional número 77/2010 por parte 
del Poder Ejecutivo federal en contra del Poder Ejecutivo del estado de México, toda vez que en fecha 6 de 
septiembre del año 2010 se publicó en la Gaceta de Gobierno Estatal el Decreto número 150 por el que se 
reforma el artículo 19 de la Ley de Seguridad Privada del Estado de México y establece que para prestar 
servicios de seguridad privada conforme a la modalidad que realicen deberá ser persona física de 
nacionalidad mexicana o jurídica colectiva constituida conforme a las leyes del país y con cláusula de 
exclusión de extranjeros.  

En el escrito de demanda de controversia constitucional se observa la siguiente argumentación: 

B) El artículo 19, fracción I de la Ley de Seguridad Privada del Estado de México, viola los principios de 
funcionalidad y congruencia previstos en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, lo que se 
traduce en la vulneración de la facultad del Congreso General para legislar en materia de seguridad privada, 
como actividad auxiliar de la seguridad pública.  

Lo anterior, porque se estima que el hecho de que la legislación del estado de México establezca como 
condición necesaria la cláusula de exclusión de extranjeros, produce la inoperancia de las autorizaciones 
otorgadas por la federación para la prestación del servicio de seguridad privada, pues aún cuando la 
Secretaría de Seguridad Pública Federal autorice a determinadas empresas, en cuyo capital haya 
participación extranjera, dicho acto no surtirá sus efectos en el Estado de México, vulnerándose así el 
mandato de homologación y congruencia que debe existir en ambos ordenamientos como lo ordena la Ley 
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública que rige como ley marco en materia de seguridad 
privada.  

En esta tesitura, se menciona que si bien en los artículos 16 y 25, fracción I, de la Ley Federal de Seguridad 
Privada, la autorización para prestar servicios de seguridad privada en dos o más entidades federativas, 
requiere de manera genérica que el solicitante sea una persona física o moral de nacionalidad mexicana, la 
porción normativa en comento, adiciona como requisito, que en el caso de empresas que deseen prestar el 
servicio de seguridad privada en la entidad, deberán estar constituidas con capital nacional, es decir, deberán 
pactar en su conformación una cláusula de exclusión de extranjeros.  

Tal disposición no resulta congruente, pues si en la ley general no existe restricción alguna respecto a la 
inversión extranjera, en consecuencia tal acotación resulta carente de sentido en una ley local que debe 
sujetarse a los principios de la ley general; pues de haber sido el caso que se hubiera considerado necesario 
sería el Congreso de la Unión quien hubiera establecido la restricción de manera clara o por lo menos indicar 
las directrices en tal sentido.  

Es por ello que, se manifiesta en la demanda que el artículo 19, fracción I, de la Ley de Seguridad Privada del 
Estado de México transgrede lo establecido en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
vulnerando los principios de funcionalidad y congruencia, pues el precepto tildado no es homogéneo con la 
normatividad en materia federal. 

Por tanto, se solicita a la Suprema Corte de Justicia de la Nación que conforme a sus atribuciones 
constitucionales resuelva lo conducente a efecto de salvaguardar la supremacía de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; esto es, que analice la constitucionalidad de la porción normativa motivo de 
impugnación, a la luz de lo dispuesto por la Constitución Federal, la Ley de Inversión Extranjera y la Ley 
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública...” 

Cabe señalar que dicha controversia constitucional se sobreseyó toda vez que el gobierno del estado de 
México reformó la fracción I del artículo 19 de la Ley de Seguridad Privada del Estado de México, suprimiendo 
la cláusula de exclusión de extranjeros en ella contenida, dejando de producir sus efectos, siendo publicada 
dicha modificación en la Gaceta del Gobierno del Estado de México, mediante el Decreto número 242 de 
diecisiete de diciembre de 2010. 

Noveno. Como se observa, la multiplicidad de requisitos diferentes que solicitan para que las empresas de 
seguridad privada presten sus servicios en dos o más entidades federativas o en municipios, genera este tipo 
de inconsistencias que dan como resultado la imposibilidad de cumplir con lo requerido por las 
autoridades estatales y municipales, o ambos, al no haber homogeneidad en las disposiciones 
establecidas en las leyes locales en la materia.  
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Décimo. Aunado a lo anterior, es de suma importancia hacer notar la diferencia existente entre los resultados 
de diversos censos y registros que contienen la relación de empresas de seguridad privada que operan en la 
república mexicana: 

• Número de empresas de seguridad privada que opera en el país: 2 mil 270  

• Empresas de seguridad privada con autorización únicamente local: 1 mil 845  

• Empresas de seguridad privada autorizadas por la SSPF: 750  

Es de observarse que del total de las empresas que manifestaron al INEGI dedicarse a la prestación de 
servicios de Seguridad Privada en alguna de sus modalidades, no están debidamente registradas ante las 
autoridades correspondientes (ya sea Federal, Estatal o ambas), resultando imposible supervisar su adecuado 
funcionamiento y así garantizar la seguridad de los usuarios de dichos servicios. 

Al existir la multiplicidad de requisitos planteada en el contenido del presente dictamen, genera que las 
empresas dedicadas a la prestación de estos servicios lo otorguen de manera irregular, esto es, al margen de 
las leyes y reglamentos estatales aplicables, generando inclusive menores costos por la prestación del 
servicio de manera irregular, toda vez que las empresas que cumplen con todos los requisitos establecidos a 
nivel Federal y Estatal, realizan inversiones económicas adicionales, trasladando dicho costo al usuario final, 
el cual si tiene la solvencia económica suficiente hará uso del servicio que se preste de manera regular. Sin 
embargo, el usuario que no cuente con los recursos necesarios para sufragar el costo de los servicios que 
presten las empresas regulares, optará por contratar otra empresa que, en razón de no cumplir con los 
requisitos exigidos, no ha realizado una inversión de la magnitud de la empresa que sí cumple con los 
mismos, estando por tanto en posibilidad de hacer una mejor propuesta económica, fomentando así la 
irregularidad e inseguridad con la que operan. 

Decimo primero. Estas Comisiones consideran necesario mantener la facultad de los estados y el Distrito 
Federal de regular y autorizar la prestación de servicios de seguridad privada aún cuando cuenten con 
la debida autorización Federal tratándose de empresas que operan en dos o más Entidades Federativas a 
fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 40 y 41 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

Sin embargo, se estima necesaria la homologación de los requisitos que establecen las leyes estatales 
y del Distrito Federal a lo dispuesto en la Ley Federal de Seguridad Privada, a fin de observar lo 
dispuesto en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y en la Ley Federal de Seguridad 
Privada, tomando en consideración que la fracción V del artículo 7o. establece que “La secretaría, con la 
intervención que corresponda al Sistema Nacional de Seguridad Pública, podrá suscribir convenios o 
acuerdos con las autoridades competentes en los estados, Distrito Federal y municipios, con el objeto de 
establecer lineamientos, acuerdos y mecanismos relacionados con los servicios de seguridad privada que 
faciliten la homologación de los criterios, requisitos, obligaciones y sanciones en esta materia, respetando la 
distribución de competencias que prevé la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, entre la 
federación, las entidades federativas y el Distrito Federal y los municipios, con el fin de garantizar que los 
servicios de seguridad privada se realicen en las mejores condiciones de eficiencia y certeza jurídica. 

Décimo segundo. Finalmente estas Comisiones Dictaminadoras en concordancia con la Colegisladora 
consideran oportuno adicionar la modalidad de monitoreo electrónico como parte de los servicios de 
seguridad privada, a fin de armonizar la ley en comento con la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación del 5 de agosto de 2011, por medio de la cual se incorpora el concepto de monitoreo electrónico 
a los artículos 2, 15 y 46 de la Ley Federal de Seguridad Privada. 

Por lo expuesto y fundado, estas Comisiones Dictaminadoras reconocen y consideran que es procedente 
aprobar en sus términos la presente Minuta con Proyecto de Decreto, por lo que para los efectos del inciso a) 
del artículo 72 constitucional, se somete a la consideración de esta H. Asamblea el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL PRIMER PARRAFO DEL ARTICULO 150 DE LA LEY 
GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PUBLICA  
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Artículo Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, para quedar como sigue: 

Artículo 150. Además de cumplir con las disposiciones de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, los 
particulares que presten servicios de seguridad, protección, vigilancia o custodia de personas, lugares o 
establecimientos, de bienes o valores, incluido su traslado y monitoreo electrónico; deberán obtener 
autorización previa de la Secretaría, cuando los servicios comprendan dos o más entidades federativas; o de 
la autoridad administrativa que establezcan las leyes locales, cuando los servicios se presten sólo en el 
territorio de una entidad. En el caso de la autorización de la secretaría, los particulares autorizados, además 
deberán cumplir la regulación local, misma que no excederá los requisitos establecidos en la Ley Federal 
de Seguridad Privada, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo noveno, del artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

... 

TRANSITORIOS 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. En un plazo de ciento ochenta días contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, 
las entidades federativas y el Distrito Federal, deberán realizar las adecuaciones necesarias a las 
disposiciones aplicables en la materia de conformidad con lo dispuesto en la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública y la Ley Federal de Seguridad Privada. 

Senado de la República del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a 24 de abril 
de 2012. 

COMISION DE SEGURIDAD PUBLICA 
COMISION DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, PRIMERA”. 
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25-04-2012 
Cámara de Senadores. 
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Seguridad Pública; y de Estudios Legislativos, Primera, con 
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública. 
Aprobado en lo general y en lo particular, por 76 votos en pro, 1 en contra y 0 abstenciones. 
Se turnó al Ejecutivo Federal para sus efectos constitucionales. 
Diario de los Debates, 24 de abril de 2012. 
Discusión y votación, 25 de abril de 2012. 
 
 
 
DISCUSIÓN DEL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE SEGURIDAD PÚBLICA; Y DE 
ESTUDIOS LEGISLATIVOS, PRIMERA, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL 
ARTÍCULO 150 DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA 
 

(Dictamen de segunda lectura)  

(La primera lectura se encuentra en el Diario No. 25, de fecha 24 de abril de 2012) 

El dictamen está publicado en la Gaceta del Senado de este día, consulte la Secretaría a la Asamblea, en 
votación económica, si se omite su lectura. 

- El C. Secretario Zoreda Novelo: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si autorizan se omita la 
lectura del dictamen. Quienes estén porque se omita, favor de levantar la mano. 

(La Asamblea asiente) 

Quienes estén porque no se omita, favor de levantar la mano. 

(La Asamblea no asiente) 

Sí se omite la lectura, señor Presidente. 

- El C. Presidente González Morfín: En consecuencia, está a discusión. Al no haber intervención solicitada, 
ábrase el sistema electrónico de votación por dos minutos para recoger la votación nominal. Háganse los 
avisos a que se refiere el artículo 58 del Reglamento. 

Compañeras y compañeros Senadores, aprovecho la oportunidad para dar la bienvenida y saludar a un grupo 
de estudiantes de la Licenciatura en Derecho de la Universidad Panamericana, que están hoy aquí con 
nosotros, invitados por la Senadora Adriana González Carrillo. 

Bienvenidos al Senado de la República. Gracias por acompañarnos. 

(Aplausos) 

"VOTACION REGISTRADA EN EL SISTEMA ELECTRONICO 

MOVIMIENTO CIUDADANO 
A FAVOR 
 
DELGADO DANTE 
GARCIA LIZARDI ALCIBIADES 
GOVEA ARCOS EUGENIO 
GÜITRON FUENTEVILLA JULIAN 
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PAN 
A FAVOR 
 
AGUILAR CORONADO HUMBERTO 
ALONSO DIAZ CANEJA ANGEL 
ALVAREZ MATA SERGIO 
ANAYA LLAMAS JOSE GUILLERMO 
ANDRADE QUEZADA HUMBERTO 
BADIA SAN MARTIN JOSE ANTONIO 
BUENO TORIO JUAN 
CAMARILLO ORTEGA RUBEN 
CASTELO PARADA JAVIER 
COPPOLA JOFFROY LUIS ALBERTO 
CORTES MARTINEZ ERIKA 
CREEL MIRANDA SANTIAGO 
DIAZ MENDEZ XOCHITL 
DIAZ OCHOA JAIME RAFAEL 
DUEÑAS LLERENAS JESUS 
GALINDO NORIEGA RAMON 
GARCIA CERVANTES RICARDO 
GONZALEZ ALCOCER ALEJANDRO 
GONZALEZ CARRILLO ADRIANA 
GONZALEZ MORFIN JOSE 
MUÑOZ GUTIERREZ RAMON 
NAVA BOLAÑOS EDUARDO TOMAS 
OCEJO MORENO JORGE ANDRES 
ORTUÑO GURZA MARIA TERESA 
PEREZ PLAZOLA HECTOR 
QUIÑONEZ RUIZ JUAN 
RUIZ DEL RINCON GABRIELA 
SARO BOARDMAN ERNESTO 
SOSA GOVEA MARTHA LETICIA 
TAMBORREL SUAREZ GUILLERMO 
TORRES ORIGEL RICARDO 
TREJO REYES JOSE ISABEL 
VILLARREAL GARCIA LUIS ALBERTO 
 
PRD 
A FAVOR 
 
AGUIRRE MENDEZ JULIO CESAR 
AUREOLES CONEJO SILVANO 
BAUTISTA LOPEZ HECTOR 
COTA COTA JOSEFINA 
GARCIA ZALVIDEA JOSE LUIS MAXIMO 
GODOY RANGEL LEONEL 
JIMENEZ OROPEZA MARTHA PATRICIA 
MEJIA HARO ANTONIO 
NAVARRETE RUIZ CARLOS 
SOTELO GARCIA CARLOS 
VELAZQUEZ LOPEZ RUBEN FERNANDO 
 
EN CONTRA  
 
GOMEZ ALVAREZ PABLO 
 
PRI 
A FAVOR 
 
ALVARADO GARCIA ANTELMO 
ARROYO VIEYRA FRANCISCO 
BAEZA MELENDEZ FERNANDO 
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CANTU SEGOVIA ELOY 
CASTRO TRENTI FERNANDO 
ELIAS SERRANO ALFONSO 
ESPARZA HERRERA NORMA 
GOMEZ TUEME AMIRA GRISELDA 
GRAJALES PALACIOS FRANCISCO 
LABASTIDA OCHOA FRANCISCO 
MONTENEGRO IBARRA GERARDO 
MORALES FLORES MELQUIADES 
PACHECO RODRIGUEZ RICARDO 
RAMIREZ LOPEZ HELADIO ELIAS 
RUEDA SANCHEZ ROGELIO 
VILLAESCUSA ROJO MARGARITA 
YERENA ZAMBRANO RAFAEL 
ZOREDA NOVELO RENAN CLEOMINIO 
 
PT 
 
A FAVOR 
 
OBREGON ESPINOZA FRANCISCO 
 
PVEM 
 
A FAVOR 
 
AGUNDIS ARIAS FRANCISCO 
OROZCO GOMEZ JAVIER 
 
SG 
 
A FAVOR 
 
JASSO VALENCIA MARIA DEL ROSARIO 
PEREDO AGUILAR ROSALIA 
 
VOTACION REGISTRADA FUERA DEL SISTEMA ELECTRONICO 
 
A FAVOR: 
 
CONTRERAS SANDOVAL EVA  
PAN  
GARCIA QUIROZ SOCORRO  
PRI  
GARZA GUEVARA JESUS MARIO  
PAN  
JIMENEZ MACIAS CARLOS  
PRI  
RODRIGUEZ Y PACHECO ALFREDO  
PAN"  
 
- El C. Secretario Zoreda Novelo: Señor Presidente, se emitieron 76 votos por el sí, 1 por el no y cero 
abstenciones. 

- El C. Presidente González Morfín: En consecuencia, queda aprobado en lo general y en lo particular el 
Decreto que reforma el primer párrafo del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública. Se remite al Ejecutivo Federal para los efectos del artículo 72 constitucional. 
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SECRETARIA DE SEGURIDAD PUBLICA 
DECRETO por el que se reforma el primer párrafo del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 

habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 150 DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE 

SEGURIDAD PÚBLICA. 

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública, para quedar como sigue: 

Artículo 150. Además de cumplir con las disposiciones de la Ley Federal de Armas de Fuego y 

Explosivos, los particulares que presten servicios de seguridad, protección, vigilancia o custodia de personas, 

lugares o establecimientos, de bienes o valores, incluido su traslado y monitoreo electrónico; deberán obtener 

autorización previa de la Secretaría, cuando los servicios comprendan dos o más entidades federativas; o de 

la autoridad administrativa que establezcan las leyes locales, cuando los servicios se presten sólo en el 

territorio de una entidad. En el caso de la autorización de la Secretaría, los particulares autorizados, además 

deberán cumplir la regulación local, misma que no excederá los requisitos establecidos en la Ley Federal de 

Seguridad Privada, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo noveno, del artículo 21 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

... 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Segundo. En un plazo de ciento ochenta días contados a partir de la entrada en vigor del presente 

decreto, las entidades federativas y el Distrito Federal, deberán realizar las adecuaciones necesarias a las 

disposiciones aplicables en la materia de conformidad con lo dispuesto en la Ley General del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública y la Ley Federal de Seguridad Privada. 

México, D.F., a 25 de abril de 2012.- Dip. Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente.- Sen. José González 

Morfín, Presidente.- Dip. Laura Arizmendi Campos, Secretaria.- Sen. Renán Cleominio Zoreda Novelo, 

Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a cuatro de junio de dos mil doce.- 

Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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